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INTRODUCCION 

Muchas ocasiones se ha mencionado por diversos 

conocedores del Juicio de Amparo, la dificultad que entraña 

su conocimiento aún más su entendimiento, por el carácter 

técnico que tiene, de ah! que se diga que no cualquiera persona 

puede realizar su actividad profesional en materia de amparo, 

sin embargo, el presente trabajo no tiene la idea de situarse 

dentro de esa característica, sino solamente, de acuerdo a 

une inquietud nacida en la práctica, el de puntualizar aspectos 

que a mi modo de ver salen sobrando en la realidad, en virtud 

de que, si bien es cierto en las leyes se señalan multir-ud 

de disposiciones, éstas en diferentes ocasiones no son 

aplicables en la práctica. Por ello lo reaJiZación del presente 

trabajo de tesis, tiene por objeto, precisamente, el ubicarse 

en la realidad social conforme a ella, establecer la proce­

dencia real de u·na de las figuras que regula la Ley de Amparo, 

que a pesar de la intención del Legislador no opera por la 

obscuridad, en un principio de la redacción del numeral que 

previene el tema en el cual se pretende ubicar el trabajo de 

mérito y que es la demanda de amparo por vía telegráfica. 

Este tipo de demanda aparece sólo en el juicio 

de amparo indirecto, por tal motivo, mi intención al elaborar 

el trabajo en cuestión ha sido presentar un panorama scncral 

de lo que es el juicio de amparo, para después estudiar la 

procedencia genérica del mismo y luego ln procedencia específica 

del juicio de amparo indirecto, que para efectos del presente 
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trabajo es el que me interesa 1 para que después se est.:udie 

en forma exhaustiva todo lo concerniente a su procedimiento 

y finalmente en el último capítulo analizar fundamentalmente 

el título que da nombre a esta tesis. 

Así. las cosas, pretendo demostrar al ~ravés 

del estudio que se mencionó en el párrafo que antecede, que 

la cuesti6n inherente a la demanda de amparo por vía telegráfica 

se encuentra de más en la Ley Reglamentaria de los articulas 

103 y 107 constitucionales, en funci6n de que en la actualidad 

su práctica ha caldo en desuso 1 precisamente por ln inexacta 

e indebida redacción del precepto legal que la contiene, de 

donde resulte une inaplicabilidad práctica de la mismo, porque 

tiene una laguna muy dificil de llenar al no establecer en 

forma explicita los casos en los cuales procede la interposición 

del juicio de ampo ro por dicha via, y entonces esto da como 

consecuencia una inseguridad jurídica, ya que como lo veré 

en su oportunidad, unas veces parece dejar aJ arbitrio del 

agraviado, la determinación de su procedencia, y en verdad 

sucede que no es a su arbitrio, sino al criterio del juzgador, 

quien a final de cuentns es el que va a decidir, si procede 

o no dicha demanda, por ello, después que exponga mi punto 

de vista en relación a lo vertido en est-a introducción, con­

cluiré con la proposición· de que se deroguen los articulas 

relativos a lo demanda de que se habla por su inoperancia 

práctica. 



CAPITULO 

EL JUICIO DE AMPARO 

l. - CONCEPTO, 

Huchas variadas definiciones ha vertido 

la doctrina sobre el juicio de amparo, sin embargo, por esa 

•ultiplicidad, sólo estudiaremos algunas de ellas, formulando 

el coaentario personal que corresponda en cada caso. 

El Dr. Moriega Cant6 considera qbe no es posi­

ble dar una definición exacta de lo que debe entenderse por 

juicio de ••~aro,· pero que sl lo es la elaboraci6n 4e una des-

cripci6n co•pleta del mismo con los elemt;!ntos que destacan 

sus caracterf.sticas esenciales 1 y basado en ello asevera: 11 El 

&•paro ea un siste•a de defensa de la Constitución y de las 

aarantlas in di vJdusles, de tipo jurisdiccional, por vía de 

acci6n que se tramita en forma de juicio ante el Poder Judicial 

Federal y que tiene como materia las leyes o actos de le autor!-

dad que violen las garantáis individuales o impliquen una invo-

sión de la soberanla de la Federación, en la de los Estados 

o viceversa y que tiene como efectos la nulidad del acto re-

clamado y la reposición del quejoso en el goce de la garantln 

violada, con efectos retroactivos al momento de la violaci6n". 1 

Estimamos inexacto que el referido autor hable 

1.- MORIEGA. Alfonso. - Lecciones de Amparo. - Editorial Por rúa 
S.A.- 2 1 edición.- México, 1980.- Página 56, 



que el amparo sea de tipo jurisdiccional y luego que se tramita 

en formo de juicio, pues si es jurisdiccional resulta evidente 

que tiene que ser en forma de juicio, pues hay que tomar en 

consideración lo que los tratadistas mencionan acerca de lo 

que es un juicio y veremos como tales conceptos traen aparejado 

el aspecto j urisdiccionel, de ah! que sea innecesario el que 

se diga que es de tipo jurisdiccional tramitado en formo de 

juicio, pues ésto solamente cabr.la en el caso de que no fuere 

jurisdiccional, sino de carácter administrativo, por ejemplo, 

y entonces sí puede hablarse de la cuestión que indica el autor. 

Para el jurista Arturo González Cosio: "El 

juicio de amparo es un sistema de control constitucional que 

se ejercita ante un órgano jurisdiccional por vio de acción 

y que procede por violaciones por parte de autoridad, a través 

de leyes que lesionan derechos fundamentales o esferas locales 

o federales. Sus efectos son concretos, benefician exclusivamen­

te al quejoso y no fundan precedente oponible en otro juicio". 2 

Consideramos incompleta la definición que 

expresa el autor en cita, a virtud de que no indica a quién 

debe lesionar derechos fundamentales qué consecuencias debe 

producir la violación por parte de la autoridad que lesiona 

esferas locales federales, pues estas deben traducirse 

2,- GONZALEZ COSIO, Arturo.- El Juicio de Amparo,- Editorial 
Porrúa S.A.- 2 1 edición.- México, 1985.- Página ~3. 



forzosamente 1 en un agravio a las garantías individuales de 

los gobernados, por otro lado 1 no son sólo leyes, sino que 

también pueden ser actos de autoridad en cumplimiento a lo. 

dispuesto por el articulo 103 de la Constitución Federal, Y 

además, aun cuando habla de que los efectos son concretos. 

beneficiando exclusivamente al quejoso, no expone el objeto 

del amparo, que es precisamente la restitución en el goce 

disfrute de las garantías individuales violadas al quejoso. 

El ex-Ministro de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación Luis Bazdresch dice que el juicio de amparo es: 

" ••• el proceso instituido en la constituci6n con el carácter 

de controversia judicial para que las personas puedan obtener 

el que las autoridades de todo orden, con las excepciones que 

lo ley consigna_. respeten y hagan respetar la efect.ividad de 

las earentlas constitucionoles''. 3 

El concepto transcrito, en realidad es muy 

gcncrnl e impreciso, pues prúcticnmente le fnltnn todos los 

clemcnt os del juicio de amparo, yo que toda aut.oridod debe 

respetar las garantías in.dividuales consagradas a favor del 

gobernado en lo Constitución, de donde se Jnfierc que sí ésto 

no establece ninguno diferencia no es posibl~ distinguir, 

como lo hace el referido autor. 

3,- BAZDRESCH, Luis,- Curso elemental del Juicio de Amparo.­
Editorial Jus.- 3~ edición.- México, 1979,- Pfigina 22, 



En tanto que, el Dr. Juventino V. Castro 

o firma: "El amparo es un proceso concentrado de anulación-de 
\ 

naturaleza constitucional- promovido por vía de acción, recla-_ 

móndosc actos de autoridad y que tiene como finalidad el prote-

ger exclusivamente a los quejosos contra la expedición o apli-

caclón de leyes violatorias de los garantías expresamente reco-

nacidos en la Constitución¡ cont.ra los actos conculcotorios 

de dichas garantías¡ contra la inexacta y deflnitiva atribución 

de la ley ol caso concreto; o contra las invasiones recíprocos 

de las soberanías ya federal yo cstadualcs, que acrovien direc-

tamente a los quejosos, produciendo la sentencie que concedo 

la protecci6n el efecto de restituir las c·osos al estado que 

tenían antes de efectuarse la violación reclamada-sí el acto 

ca de carácter positivo-, o el de obligar a la autoridad que 

respete lo garoitt.ia violado, cumpliendo con lo que ella exige, 

si es de carácter ncgntivo'1
•
4 

En nuestra opini6n consideramos que el concepto 

que vierte el Dr. Castro, es uno de los más completos que cxis-

ten, pues aburen, todos lps elementos que integran In acción 

de amparo, motivo por el cual no se harii mayor- comentario al 

respecto. 

El jurista Andrés Lira Gonzúlcz también expone 



su concepto sobre el juicio de amparo ol decir: "Es una ins­

titución procesal de control que tiene por objeto la protección 

n les personas en sus derechos de gobernados o garantias indivi-. 

duales consagrad8s en la Constitución. cuando éstas son altera-

des o violadas por autoridades estatales, quienes se portan 

como agraviantes al legislar o realizar actos diferentes contra-

viniendo el r~gimen constit11cional; y en el cual, los Tribunales 

de le Federación actúan como autoridad protectora, conociendo 

de la petici6n o demanda de amparo hecha por la porte agraviada 

y dictan lo sentencia, todo ello con arreglo a las formes y 

procedimientos es~ablecidos por la ley 11
,
5 

En el concepto anterior, en realidad se limita 

a expresar en formo incompleta contra qué actos procede el 

juicio de gerantles, señalando el trámite que de.be seguir éste. 

pero sin que se explique con claridad una definición concreta 

y especifica de lo que debe entenderse por juicio de amparo. 

El tratadista Octavio A. Hernóndez considero: 

ºEl amJ1nro es uno de las garantías componentes del contenido 

de la jurisdicción constit.ucional mexicano, que se monifiasto 

realiza en un proceso judicial extraordinario, constitucional 

legalmente reglamentado, que se sigue por vio de acción, 

cuyo objeto es que el Poder Judicial de le Federación o los 

5 
• - d~l~~p~~~ZA~;~lcaAn~d.i:_és ºfon~~ AÓepargu1lºu1r~nia !cahom~.1ca ~~dc~g 

edición,- México, 1979.- Página 77. 



6rganos auxiliares de éste vigilen imperativamente la actividad 

de las autoridades, o fin de asegurar por parte de éstos, Y 

en beneficio de quien pide el ampo ro, directamente el respeto 

a la Constitución e indirectamente a las leyes ordinarias, 

en los casos en que lo propia Constitución y su ley reglamenta­

ria prevén". 6 

A este concepto le advertimos un inconveniente 

que es el que afirme que los órganos auxiliares del Poder Judi-

ciol de ln Fcderaci6n vigilen imperativamente la actividad 

de los autoridades, pues la Constitución previene con todo 

claridad por quién se ejerce el Poder Judicial Federal, y n 

quién corresponde conocer de los controversias que se susciten 

en las hipótesis previstas en su articulo 103, y en la Ley 

de Amparo se sei\ala cuiindo puede existir un órgano auxiliar, 

del Poder Judicial Federal, que es lo que se denomina competen-

cia auxiliar, sin que éste esté facultado paro resolver las 

controversias de ampo ro, sino s6lo para recibir lo demandB 

de gorant!ns y en su caso suspender provisionalmente lo eje-

cución de los actos reclamados, rozón por la cuál no puede 

decirse que los órganos auxiliares del Poder mencionado realicen 

la Actividad que se indica en el concepto antes reproducido, 

salvo en el caso previsto en la fracción XII del articulo 107 

de la Constitución General de la República. 

6.- HERNANDEZ A., Octovio.- Curso de Amparo.- Editorial Porrúo 
S.A.- 2 1 edición.- México, 1983,- Página 6. 



Por último, el trntadista Arellano García 

estima que: "El amparo mexicano es la institución jurídico 

por la que una persona física o moral 1 denominado quejosa, 

ejercito el derecho de acción ante un órgano jurisdiccional 

federal o local, para reclamar de un órgano del Estado, federol1 

local o municipal, denominado "autoridad responsable" 1 un acto 

ley que el citado quejoso estima, vulnera los gorantins 

individuales o que se le restituya o mantengo en el goce de 

sus presuntos derechos. después de agotar los medios de impug­

nación ordinarios''. 7 

Consideramos que el tratadista citado quiso 

dar un concepto tan preciso de los que és el amparo que le 

agregó aspectos que, si bien es cierto, forman parte de los 

bnses constitucionales del juicio de amparo, como lo es el 

principio de definitividad, tambi6n lo es que, éste no se dá 

en todos los casos, pues sí se troto de un amparo en centro 

de leyes que se estimen inconstitucionales; no existe lo 

obligación de agotar recurso alguno; y por otrn porte queremos 

pensar en cuanto o lo restitución o mantenimiento de los presun-

tos derechos del quejoso 1 debió decir el vocablo "para 11 y no 

11
0 elº 1 pnro ast dejar totalmente explícito lo que se quiere 

decir. 

En virtud de que ya se han analizado diversos 

7.- ARELLANO GARCIA, Carlos.- El Juicio de Amparo.- Editorial 
Porrúa S.A.- lª edición.- México, 1982.- Página 309. 



conceptos sobre lo que debe entenderse por el juicio de amparo, 

ahora estamos en posibilidad de poder formular un concepto 

que, cvide11temente no es propio, pero que tomando en considera­

ción los expuestos por los doctrinarios citados, puede resultar 

adecuado. En este orden de ideas puede decirse ,que el juicio 

de amparoes un proceso constitucional autónomo ejercitado por 

v!a de acción por cualquier gobernado ante el Poder Judicial 

de lo Federación, contra todo ley o oc to de autoridad en los 

supuestos del artículo 103 constitucional, teniendo por objeto 

modificar, revocar o nulificar dicho acto o ley, restituyéndolo 

en el goce de sus garantías individuales violadas. 

2.- NATURALEZA JURIDICA. 

En nuestra País, el juicio de amparo se encuen­

tro regulado en los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, siendo el instrumento 

jurídico-político constitucional que permite intervenir 

los gobernados directamente en el control de la consl'it:ucionn­

lidod de las leyes o actos de cualquier autoridad del Estado 

(federal, estatal o municipal), para defenderse de ellos 

preservar el respeto de los derechos que se consagran en lo 

Ley Fundamental (garantías individuales). 

Para la deierminaci6n de la naturaleza jurídica 

del juicio de amparo, se habrá de analizar desde los dos carac­

teres que lo integran: como instrumento de control de cons-



titucionolidad y legalidad. 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD. 

·se ho afirmado que la técnica j urídicn ha 

buscado instituciones o sistemas para garantizar el respeto 

o la Constitución y paro controlar a los gobernantes dentro 

del marco de su competencia, asegurando el respeto irrcst ricto 

a la Ley Suprema. Por consiguiente el control de la constitucio­

nalidad no debe consistir exclusivamente en un procedimiento 

directo de la defensa de la libertad y de las garantías de 

los derechos de los gobernados, sino de protecci6n al Estado 

en su integridad que es el resultado de lo voluntad del Consti­

tuyente y por ende de la voluntad soberana, y a la Constitución 

como acto emanado directamente del propio Poder Constituyente. 

En virtud de lo anterior, el control de cons­

titucionalidad puede entenderse como una institución jurídica 

creada dentro de lo Constitucioñ de un pois con el propósito 

de mantener de la manera más seguro 1 lo vigencin de ésta, en 

forma de que cst~ garantiz~do el texto de ln Ley Suprema contra 

interpretaciones contradictorias, contra 11na onnrquin en 

la fijación del texto, de los preceptos o de ln interpretación 

a su olcnncey contra los consecuencias perturbadoras del equili­

brio constitucional y subsnnar tal falta por un medio pritctico, 

tranquilo eficaz, pnrn dec.i.dir cuól es el texto de la 

Constitución, y sobre quién de los órganos del Estado se hn 
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extralimitado en sus funciones o cual es el que debe modificar 

su actividad para mantenerse dentro de la vigencia de las leyes, 

En las relacionadas condiciones existen tres 

vertientes que tiene el control de constitucionalidad, a saber: 

uno preventivo de protección o defensa constitucional, otra 

correctiva que t·icnda o Ja restitución pronta y real de ln 

vigencia de lo norma constitucional y, una última sancionadora 

que establezca sobre quién debe recaer la responsabilidad de 

la violación constitucionul provea sobre la modificación 

del neto violotorio para adecuarlo a los mandamientos de la 

Ley Suprema. 

Así, el artículo 103 de la Constitución General 

de la RepúbUca, dispone en forma explícita la procedencia 

del juicio constitucional, al decir: 

''Los Tribunales de la federnción 1 resolverán 

toda controversia que se suscite: 

I .- Por leyes o actos de la autoridad, que 

violen snrantás individuales¡ 

II.- Por leyes o actos de la autoridad federal 

que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados; 

III.- Por leyes actos de autoridades de 

istos que invadan la esfera ~e la autoridad fede1·al'', 

A su VC!Z, el articulo 107 constitucionnl 
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consagra los principios jurldicos fundamentales sobre los cuales' 

descanse la institución del juicio de amparo, al prcveer que 

las controversias a que se refiere el artículo 103(constitu-. 

cional) se sujetarán a los procedimientos y formas del orden 

jurídico que determine la ley (ley reglamentaria o ley de 

amparo), de acuerdo con las bases constitucionales contenidas 

dentro de las dieciocho fracciones contenidas en aquél precepto. 

Ahora bien, el significado dol control de 

constitucionalidad, aparece en el juicio de amparo, en virtud 

de que es un medio de defensa del individuo frente a las leyes 

o actos emanados de le autoridad del Estado que puedan resultar 

inconstitucionales, con violación directa a lu Constitución, 

por consiguiente, el juicio de amparo tutela y protege los 

derechos del ho.mbre consagrados en lo Constitución y que son 

incuestionablemente reconocidos por el Estado, al través del 

control de constitucionalidad de que esti investido. 

As! visto lo anterior, es importante destacar 

qt1e existen netos de las autoridades del Estado, que violan 

en forma directa e inmediata las garantías individuales conte­

nidas en la Constitución Federal a favor de loa individuos, 

o sea, infringen flograntemeute esos derechos, razón por la 

cual los Tribunales de lo Federación han sido creados para 

ejercer el control de constitucionalidad de que se habla, al 

través del juicio de amparo, teniendo la obligación ineludible 
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de hacerlo, toda vez que és esa su función principal, de tal 

manera que, cuando exista una violación como la de que se trata, 

resulta incontrovertible que nos estamos refiriendo al control 

de constitucionalidad, dado que se protege al individuo, en 

forma directa, contra un acto emitido, emanado, ordenado, trata-

do de ejecutar o ejecutado por parte del Estado y sus autorida­

des, que sea violo torio de garant!as en sí mismo, determinando 

la infracción directa a la Carta Magna, sin que pudiese importar 

la violación a una ley ordinaria o secundaria, por ende, al 

existir la protección de mérito y la violación citada, defini­

tivamente nos referimos al control de constitucionalidad. 

Independicntcmcnt.c del control de constitucio­

nalidad que se ha estudiado, en el juicio de amparo se ejerce 

otro control que es el de legalidad, que al decir del jurista 

mexicano Eduardo Pallares: "Está consagrado en los artículos 

14, 16 y 133 constitucionales en las leyes secundarios que 

emanen de estas normas. 

l.- Constituye uno de las garantías m5s valio­

sos que el Estado declaro y otorga al hombre, y obligo o 

respetar. Por ella se consideran ilícitas las arbitrariedades 

y los atentados de toda clase de autoridades, desde los más 

elevadas hasta las más in.feriares; 2.- Todo poder jurídico, 

toda facultad de mandar han de tener su fundomento en la ley, 

sea directo o indirectamente. Lo autoridad que carezca de él 
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o el acto que no se apoye en la ley es !licito y debe ser san-

cionado¡ 3.- El principio de lcgolidad ha dado nacimiento nl 

llamado Estado de Derecho que sin él no puede cxistir1 es dccir1. 

a un Estado organizado jurídicamente bajo el imperio de la 

ley a la que todos deben obedecer, desde el Presidente de la 

República hasta el más humilde agente de policla e incluso 

los particulares, sean poderosos, influyentes o miserables 

proletarios¡ 4.- Donde no existe el principio de legalidad 

o no es acatado debidamente por los autoridades o por los saber-

nadas desaparece lo seguridad jurídica, lo justicia queda bur­

lado y la paz y la moral social sufre serio quebranto''. 8 

Estamos totalmente de acuerdo con lo o.firmado 

por el Dr. Pallares, en virtud de que precisamente o virtud 

del control de legalidad, npnrcce, el que se respeten las leyes 

que emanan de la Constitución, sin embnrgo, se podría cuestionar 

el que el Estado declare y ororgue ol hombre los garantías 

que menciona el citado autor, porque entonces debemos mencionar 

cuándo aparece el Estado y cuándo el Derecho, pero apcg[1ndonos 

en un sentido cstrictomcnt~ del orden constitucional, podríamos 

decir que si el Poder Constituyente es el que formuló lo Cons-

tituci6n es indiscutible que los gornntlas las otorga y declara 

el estado o favor de los gobernados, oblig5ndose a respctnrlns, 

empero, sólo desde éste punto de vista, porque si considC'rumos 

B.- PALLARES, Eduardo.- Diccionario Teórico y Práctico del 
Juicio de Amparo.- Editorial Porríin S.A.- 1 11 cdición.­
Mixico, 1967.- Pigina.187. 
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a la Constitución Federal, como un cuerpo normativo que es 

la Ley Fundamental de un País, y al decir del maestro Felipe 

Tena Ramírez como: " ••• la ley emitida modificada o adicionada 

por el Constituyente 11
•
9

1 e igualmente lo afirmado por el juris­

consulto Hans Kelsen 10 • que la Constitución en sentido material 

está constituida por los preceptos que regulan la creación 

de normas jurídicas generales y, especialmente, la creación 

de le)·es; podemos entender que la Constitución es la que otorga 

las garantías a los hombres, 

Paro establecer el control de legalidad que 

ejerce el juicio de amparo, es importante transcribir lo prcvis-

to en los artículos 114, fracciones II y III, y 158 ambos de 

la Ley de Amparo, ya que en el primero de los citadas en las 

fracciones que se indican se encuentra contcnJdo el control 

de legalidad de que se trata, de la misma forma que estil inserto 

en el segundo de los preceptos invocados. 

Así, el artículo 114 en sus fracciones II 

y III, textualmente expresa: 

"Art. 114.- El amparo se pedirá ante el juez 

de Distrito: 

I.- ... 

9,- TENA RAMIREZ 1 Felipe,- Derecho Constituc1onol Mexicano,-
Editorlal Porrúa S.A.- 21 1 edición.- México, 1965.-
Pásiua,47, 

lO.- KELSEN 1 Hans.- Teoría General del Derecho del Estodo,-
11 edici6n.- México, 1949.- Página.149. 
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II.- Contra actos que no provengan de tribuna­

les judiciales, administrativos o del trabajo. 

En estos casos, cuando el acto reclamado emane 

de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo 

podrá promoverse contra lo resolución definitiva por violaciones 

cometidas en lo misma resolución o durante el procedimiento, 

si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa 

el quejoso, o privado de los derechos que la ley· de la materia 

le conceda 1 a no ser que el amparo sea promovido por persona 

extraña a la cont'roversia; 

administrativos 

III.- Contra actos de tribunales judiciales, 

del trabajo ejecutados fuera del juicio 

o después de concluido. 

Si se treta de actos de ejecuci6n de sentencia, 

sólo podrá promoverse el amparo contra lo último resolución 

dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse 

en la misma demanda las demás violaciones cometidas dirante 

ese procedimiento, que hubiere dejado sin defensa al quejoso. 

Tratándose de remates, s6lo podrá promoverse 

el juicio contra lo resolución def.initiva en que se aprueben 

o desaprueben .•. " 

Ahora bicn 1 el articulo 158 del mismo ordena-
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miento legal & la letra dice: 

ºArt. 158.- El juicio de amparo directo es 

competencia del Tribuñal Colegiado de Circuito que corresponda, 

en los términos establecidos por las fracciones V y VI del 

articulo 107 Consti tucionnl, procede contra sentencias 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin nl juicio, 

dicta.dos por tribunales judiciales, administrativos del 

trabajo, respecto de los cuales no proceda ningfin recurso 

ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya 

sea que la violacioón se cometa en ellos o que, cometida durante 

el proccdimicnJ:o, afecte a las defensas del quejoso, trascen­

diendo al resultado del fallu,· y vut v.ioiac1one5 Üt! gnrnntios 

cometidas en las propias sentencias, laudos 

indicados.,. 11 

resoluciones 

Como se puede advertir con meridiana claridad 

esos preceptos en realidad contienen un real control de lega­

lidad de que tonto se ha hablado, pues protege al gobernado 

en contra de las violaciones que se cometan en su contra dentro 

de un juicio, al no acotarse les formalidades esenciales del 

procedimiento, o bien las de fondo, que se encuentran inmersas 

en las leyes adjetivas que regulan tal juicio. 

Corolario de lo CXJlresndo en el presente 

aflnrtado, el juicio de amparo no sólo tutela el régimen cons-
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titucional de acuerdo al numerol 103 Constitucional (control 

de constitucionalidad), sino que su objeto se extiende a los 

ordenamientos legales secundarios (control de legalidad). 

Derivado de lo anterior, se ha discutido en 

innumerables ocasiones, si el amparo es un juicio o un recurso, 

de ahi que es importante transcribir lo que Don Emilio Rebasa 

expresa sobre el articulo 14 constitucional nl decir: ''El famoso 

artículo origen desconocido de muchas anomalías y por ende 

de dificultades que han ido conduciendo de confusión en con­

fusión, ha sido causo de una cuestión singular, que no debio 

haber preocupado nunca o los que de leyes entienden: la de 

si el amparo es un juicio o un recurso. La ley reglamentario 

de 1861, que se atuvo simplemente n la Constitución, llamó 

al amparo juicio, como esta le llama en su artículo 102 ¡ y 

la Constitución lo designó nsi, porque sus autores no sos­

pecharon las revelaciones que había de hacer lo práctico, y 

buenamente supusieron que el amparo iba a ser siempre el ejer­

cicio de una ncci6n nucvn no juzgado todavia y que hab!n de 

dor materia e un juicio nuevo también. La ley de 1869, basada 

en alguna experiencia, pero de todus suertes hecha sobre un 

conocimiento mucho mejor de los artículos 101 y 102 de la Ley 

Suprema, comienza n considerar el amparo como un recurso, 

prefiere en lo 8t!llCrul esta dusigneción, que se ve aún en el 

rubro de uno de sus capítulos. Con sobra de experiencia y plena 

conciencie de lo que se hacia, la Ley de 1882 estima el amparo 
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como un recurso y asi lo llama casi siempre que lo nombra; 

pero en seguida, lo que parecín resultado no intencional del 

concepto que de esta clase de procesos se habla ido formando 

se sometió a especial consideración, y fue deliberada resolución 

la de llamar siempre juicio al amparo en el Uódigo Federal 

de Procedimicnt:os Civiles, ha quedado legalmente resuleto, 

que es siempre y en todo casa un juicio. 

Pero la ley es impotente para caobiar la 

naturaleza de lRs cosas, y la diferencia entre juicios y recur­

sos depende de la naturaleza de la reclamación que los origina, 

y se funda en la diferencia irreductible entre el todo y la 

parte; el juicio no se inicia sino intentando unn acción para 

reclamar la satisfacción de un derecho¡ comienzo por la demanda 

y concluye por la 

se entablo sobre 

sentencia que causa ejecutorio; el recurso 

una rcsoluci6n judicial para reclamar ln 

revisión y tiene por objeto qua se corrijo lo maln aplicación 

de uno ley; es unn parte de juicio, que comienza con la reclama­

ción del error cometido y concluye con la senrenciu, que no 

es necesariamente la misma que pone fin al juicio, En este 

conc~pto, el procedimiento de amparo t.nl como lo autoriza 

y eat:ablec:e la ley, puede ser un juicio y puede ser un recurso. 

Es lo primero siempre que lo motiva lo violación de cunlquier 

artículo que no sea. el lA. porque esta violoción origina unn 

acción nueve~ que se ejercita en el am¡)aro rcclamñndos~ ln 
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satisfacción del derecho violndo; el juicio fenece por ln sen-

tencia de la Suprema Corte, y si la autoridad ejecutor~ del 

acto reclamad o continúa 1 os procedimientos en que 1 ne idcntnl-. 

ment·e surgió el proceso federal, es con distinta materia, pero 

nunca paro seguir examinando la misma acción que lo sentencia 

federal dilucidó. En el cnso del artículo 14 sucede todo lo 

contrario, entonces el procedimiento federal tiene toda la 

naturaleza todos los caracteres del recurso¡ el pretexto 

es una violación, pero como el oficio de la Suprema Corte es 

examinar si la ley ha sido o no exactamente aplicada, es de 

mera revisión, y tiene por objeto enmendar ln mala aplicación 

de ln ley en los procedimientos comunes; la resolución de la 

Corte no fl!nece el juicio, porque no resuelve definitivamente 

sobre la acción intentnda, y los tribunales comunes, continuán­

dolo, siguen sob~e la misma materia en que intervino la justicia 

federal. Hay simple recurso cuando se hnce mera rcvJsión 1 y 

hny mera rcv1si6n siempre que una autoridad se propone justamen-

te la misma cuesti6n que se propuso la que dict6 lo rcsolucl&n 

reclamada: el juez común dice: ºLa ley X se nplicn de tal modo 

en el presente caso 11
; la justicia federal !3<.; reguntn si lu 

ley X se aplica efectivamente de tal modo en nqucl cnso; y 

rcsultn de esta manera el amparo tan rrvisi6n y tan recurso, 

que por su esencia no se distingue en nada del recurso de 

apelación". 11 

11.- RA!lASA, Emilio,- El Artículo 14.- 1 1 edición.- Librería 
de ln Vda. de Ch. Bou~er.- París, 1906.- Pig1na 159. 
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Cabe hacer notar, que dada la época en que 

el autor redact6 su obra, que es anterior a la Constitución 

vigente, hablo de los artículos 101 102 constitucionales 

que pertenecían a la Constitución de 1857, pero que actualizados 

a la Constituci6n de 1917 son los actuales 103 y 1Q7. 

Por otro lado, estamos de ncuerdo con el 

criterio sostenido por el jurista citado, en razón de que 

efectivamente el amparo en unas ocasiones tiene visos de juicio 

y otras de recurso, o sea, puede estimarse como un verdadero 

juicio aut6noma cuando resuelve cuestiones relativas al control 

de constitucionalidad, y también aparece como un recurso cuando 

atañe o cuestiones de control de legalidad. 

El ex-Ministro Arturo Serrano Robles no compar­

te el pensamiento del referido tratadista, en función de que 

dice que el amparo tiene m~s de proceso autónomo que de recurso, 

por lo cual conRtituye un juicio, Cuestión esta que estimamos 

muy avenl·urnda 1 empero lo Constitución Politicn de los Estados 

Unidos Mexicanos y la Ley de Amparo le otorgun lo cntcgoria 

de juicio, por le. cual si nos ubicamos estrictamente dentro 

de lo ley resulta ser el ampnro un juicio. 

3.- CLASIFICACION. 

El juicio de amparo, según la doctrino se 

ha clasificado en diversos tipos, motivo por el cuol haremos 
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alusión a los que a juicio de los propios tratadistas son más 

acertados. 

El procesalista mexicano Eduardo Pallares. 

sostiene la siguiente clasificación: 

"Amparo casación. - Con este nombre se conoce 

al amparo que se interpone contra las sentencias definitivas 

pronunciadas en los juicios civiles, penales y laborales. 

Tiene ese nombre porque mediante él se trata 

de lograr dos fines, el primero consiste en obtener que los 

tribunales inferiores apliquen de manera exacta las leyes 

civiles, penales o laborales; lo segundo paro lograr la 

unificación tle la jurisprudencia en esas materias. Como tales 

finalidades son. las mismas que se persiguen por medio del 

recurso de casación donde se encuentra establecido, el de amparo 

recibe el nombre de este Gltimo medio de Jmpugnoci611. 

Por raz6n de su validez y eficacia.- En umpnros 

procedentcs 1 improcedentes, fundados, infundados y sin materia. 

Por raz6n de las autoridades competentes que 

deban conocer de los mismos.- Amparos ante el superior jerál'­

quico de la autoridud responsable, amparos antt> los jueces 

de Distrito, amparos ante los Tribunales Colegiados de Circuito 

y nmporos ante la Suprema Corte de Justicia. 
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Por rnzón de las instancias a que dan lugar; 

pueden ser indirectos o bi-instanciales que son los que se 

promueven ante el superior jerárquico de la autoridad responsa-. 

ble y ante los jueces de Distrito¡ y amparos directos o uni-

instancia! que son los que se promueven, respectivamente, ante 

los Tribunales Colegiados de Circuito y ante la Suprema Corte 

de Justicia. Sin embargo, hay que notar que en algunos casos 

l.os que se promueven ante los Tribunales Colegiados de Circuito, 

son también bi-instancialcs. 

Amparos por razón de la autoridad contra los 

que se promueven, pueden ser los siguientes: amparos contra 

las autoridades del orden común, contra los jueces de Distrito 

y contra los Tribunales Unitarios de Circuito que según los 

casos, deben ser tramitados ante determinados jurisdicciones 11
•

12 

Por su parte, el maestro Fix Znmudio afirmn 

que existen tres tipos de amparo al decir: ",,,el emparo tiene 

una trilogía estructural, toda vez que reune los caracteres 

de recurso de inconstitucionalidad, de amparo de derechos 

fundamentales y de casacióh. El primero de ell .,; lo constituye 

fundamentalmente el amparo contra leyes, el segundo en virtud 

de la tutela de los derechos de la persona humana, y el tercero 

e trav~s del control de legalidad'1
•
13 

12.- PALLARES, EduRrdo.- Op. Cit.- Página 18, 
13.- FIX ZAMUDIO, Héctor.- El Juicio de Amparo.- 1 1 edición.­

Editorial Porrúa S.A.- México, 1964.- Página 138. 
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El Dr. Juvcntino V. Castro, tomando como base 

el concepto que él mismo formula sobre el juicio de amparo, 

asevere: "En los términos de la definición proporcionada¡ 

cuando lo misma hace referencia a que el proceso de amparo 

protege a los quejosos "cohtra le expedición o aplicación de 

leyes violatories de lan gurantlos expresamente reconocidas 

en la Constitución", se individualiza el llamado amparo cent.ro 

leyes. Cuando menciona ln finalidad de proteg~r "contra los 

actos conculca torios de dj chas gnrantías 11
, se esto mencionondo 

al doctrinariamente llamado empero-garontlns. El señelnmicnto 

de les acciones 11 contrn la inexacta y definitiva atribución 

de lo ley al caso concrcto 11
, conformo ol llamado emparo-casaci6n 

y también emparo-recurso. Finalmente, lns acciones planteadas 

dentro de un proceso de nmpuro interpuesto ''contra los lnvosio-

nea reciprocas de las sohcrnnlos ya federal ya estaduulcs 11
, 

es una referencia al llamado nmpnro-soberonia'1
•

14 

No obstante los clasificaciones que formulan 

los juristas antes citados, no debe pnsar desapercibido lo 

que la Ley Reglamentario d~ los artlculos 103 y 107 constitucio-

nales, previenen en cuont:o a los tipos de amparo que existen, 

y que son de acuerdo al orden en que estén establecidos: 

a).- Amparo ante los juzgndos de Distrito. 

14.- CASTRO, Juventino V.- Op. Cit.- Página 296. 
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Este tipo de amparo se encuentra regulado 

de los nrticuloa 114 a 157, además tenemos otro del mismo 

tipo que se contiene en el artículo 37, cuando puede promoverse 

ante el superior de lo autoridad responsable cuando existan 

violaciones a los articulas 16 en materia ~enal, 19, 20, 

fracciones I, VIII y X párrafos primero y segundo de la Cons-

titucional Federal¡ por último el que puede promoverse 

que se conoce como competencia auxiliar previsto en el numeral 

38, y que aun y cuando se promueve ante uno autoridad judicial 

de primera instancio o una autoridad judicial, su trámite y 

resolución estaré a cargo del juez de Distrito. 

b).- Amparo Directo ante los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

Esto clase de amparo encuentra su fundamenta­

ción legal de los artículos 158 a 191, 

En la especie como en el anterior supuesto, 

otro órgano judicial conoce de este tipo de amparo que es la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando ejercito la 

denominado facultad de atracción prevista en la fracción V 1 

último párrafo del numeral 107 constitucional y artículo 182 

do lo Ley de Amparo, 

e).- Amparo en Materia Agraria, 

Este tipo de amparo, podPmos decir que es 



25 

el mismo a que se refiere el articulo 114 que es el indirecto, 

sin embargo tiene características especiales en cuanto a su 

tramitación, por ello se encuentra contenido de los artículos. 

212 a 234 que son los que rigen las reglas bajo las cuales 

se debe tramitar 

Distrito, 

que también conoce del mismo el juez de 



CAPITULO II 

PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 

1.- EL ARTICULO 103 CONSTITUCIONAL. 

Conforme al articulo 103 de la Constitución 

Federal, en el mismo se contienen los casos de procedencia 

del juicio de amparo, al expresar textualmente: 

11 Art. 103.- Los tribunales de la Federación 

resolverán toda controversia que se suscite: 

I .- Por leyes o actos de la autoridad que 

viole las gerantlos individuales¡ 

II.- Por leyes o actos de la autoridad fedcru] 

que vulneren o restrinjan la sobcrania de los Estados; 

III ,- Por leyes o actos de lns autoridades 

de éstos que invadan lo esfera de la autoridad federal''. 

Ahora bien, desglosando lo establecido en 

dicho numeral, en principio debe decirse, de que tenemos en 

dicho articulo la procedencia genérica constitucional del juicio 

de nmparo. 

Asimismo es importante resaltar que derivado 

de dicho precepto constitucional tenemos que el juicio de 

amparo procede contra leyes, que la doctrina es uniforme al 

señalar que cuando se habla de ley, se trata de una regla de 
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conducta, lo que significa que la ley es una norma reguladora 

de la conducta humana; como norma implica una regla de 

conducta que postula deberes relativos a un sujeto obligado. 

por la norma, quién es la persona que debe realizar u omitir 

le conducta ordenada o prohibida por el dispos:ftivo¡ de ahí 

que al decir del Dr. García Maynez la legislación se define: 

"como el proceso por el cual uno o varios órganos del Estado 

formulan y promulgan determinadas reglas jurídicas de observan-

cia general, o los que se les da el nombre específico de 

leyes 11
•

15 

Ahora bien, el jurista francés León Duguit 

dice que la ley es: "Todo acto emanado del Estado, conteniendo 

uno regla de derecho objetivo''. 16 

Asimismo, paralelo la ley existe otro 

dcnamicnto jurídico, que tiene el mismo carácter desde el punto 

de vista de su ejecución, y que es el decreto, pues así lo 

determina el articulo 70 constitucional al prevenir que toda 

resolución del Congreso, tendrá el carácter de ley o decreto. 

Independientemente Je la ley, tenemos otro 

ordenamiento legal de naturaleza general y abstracta, que 

según la aseveración del Dr. Alfonso Noriego: " •.• es uno 

15.- GARCIA MAYNEZ, Eduardo.- Introducción al Estudio del 
Derecho,- Editorial Porrúa S.A.- 37 11 cdicion.- México, 
1985.- Página 52. 

16.- DUGUIT, León.- Traité de Droit Constituonnellc.- Sirey.­
Tomo II.- 11 edición.- París, 1921.- Página 145. 
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disposición legislativo expedida por el Presidente de la 

República, aplicable a todas las personas sin distinción. Es 

necesario distinguir los actos administrativos individuales, 

concretos o particulares, como un nombramiento, una expropiación 

o bien, une concesión de los actos administrativos generales, 

como lo es el reglamento 1 creador, como la ley, de situaciones 

jurídicas gencralcs'1
•
17 

Podemos decir que no sólo son reglamentos 

los expedidos por el Presidente de la República en uso de las 

facultades que le confiere el articulo 89 fracción I cons-

titucional, sino que también los expedidos por la rccicn creada 

Asamblea de Representantes del Distrito Federal, así como los 

expedidos por los Gobernadores de los Estados que también tienen 

la calidad de que se trata. 

Lns circulares de Hacienda no tienen el cariic-

ter de disposiciones legislativas, sin embargo y por excepción 

cuando son publicadas en el Diario Oficial de la Federación 

son de observancia general, y por lo tanto crcnn derechos y 

obligaciones para los particulares. Criterios ambos que han 

sido sostenidos por nuestro máximo Tribunal de la Federación. 

No pueden pasnr inadvertidos, los tratados 

internacionales, pues ellos también forman parte del concepto 

17,- NORIEGA, Alfonso,- Op, Cit.- Página 46. 
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leyes para efectos del amparo. 

En lo que se refiere ol acto de nutoridnd, 

el Dr. Burgoa dice: "El neto de autoridad en sentido rcstrin-

gido es aquel hecho concreto voluntario, intencional, negativo 

positivo, desarrollado por un 5rgano del Estado decisorio 

ejecutoriamente que produce una afectación determinado 

particular en una situación especial, traducida aquéllo en 

la lesión o cualquier derecho o intcr~s jurídico del gobernado, 

por violaci6n de las gorantias individuales o por el desequili­

brio del r6gimen federotivo 11
•

18 

lo ley o acto de autoridtid en los supuestos 

del articulo 103 constitucional, se le ha dndo en llamnr 

genéricamente acto reclamado. 

A lo autoridad de qui~n provengo eso ley 

o acto reclamado, se le denomino autoridad responsable por 

disposición expresa del articulo 11 de lo Ley de Amparo. 

En el caso de las fracciones II y III del 

art !culo 103 constitucional, debe decirse que cuando exista 

invasión de esferas, necesariamente tendrá que ser con violo-

ción n las garantías individuales del gobernado 1 paro que se 

dé la procedencia del ju1cio de amparo, tal criterio ha sido 

18.- BURGOA, Ignacio.- El Juicio de Amparo.- Editorial Porrúa 
S.A.- 22 11 edición.- México 1 1985.- Página 211. 
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sustentado por nuestro más alto Tribunal de la Federación en 

la tesis jurisprudencia! Nll 62, publicnda en la página 133, 

Primera Parte, Pleno, del último Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federac!ón. Compilación 1917-1985, localizable bajo el 

rubro: "INVASION DE ESFERAS DE LA FEDERACION A LOS ESTADOS 

Y VICEVERSA, AMPARO POR.- El juicio de amparo fue establecido 

por el articulo lOJ constitucional, no poro resguardar todo 

el cuerpo de lo propia Constitución, sino para proteger las 

garantías individuales, y las fracciones II y III del precepto 

mencionado, deben entenderse en el sentido de que sólo puede 

reclamarse en el juicio de garantías una ley federal, cuando 

invada o restrinja la sobcron!o de los Estados, o de éstos, 

si invade la esfera de la autoridad federal 1 cuando existe 

un particular quejoso, que reclame violación de garantíus 

individuales, en un caso concreto de ejecución o con motivo 

de tales invasiones o restricciones de sobcrania. Si el legisla­

dor constituyente hubiese querido conceder la f ocultnd de pedir 

amparo paro proteger cualquiera violación n la Constitución, 

aunque no se trndujesC! en uno lesión al interés particular, 

lo hubiese establecido de una manera clara, pero no fue asi, 

pues al través de las constituciones de 1857 y 1917, y de los 

proyectos constitucionales y actos de reforma que las precedie­

ron, se advierte que los legisladores, conociendo ya los diver­

sos sistemas de control que pueden ponerse en juego para 

remediar las violaciones a le Constitución, no quisieron dotar 
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el Poder Judicial Federal de facultades omnímodas, para oponerse 

todas las providencias inconstitucionales, por medio del 

juicio de amparo,_ sino que quisieron establecer éste, tan sólo· 

pare la protecci6n y goce de las garantías individuales''. 

Como podemos apreciar, de acuerdo a lo expuesto 

tenemos en el artículo 103 constituconel, la procedencia 

genérica del juicio de amparo, sin importar si éste uni-instan­

cial o bi-instancial, 

El tipo de juicio de amparo de que se habla 

la ley reglamentaria, lo regulo como el amparo ante juez de 

Distrito, sin embargo, le doctrina le ha otorgado la denomina­

ción de indirecto o bi-instancial, ello en función de que admite 

una segunda instancie, en coso de que los portes en el mismo, 

se encuentren inconformes con la resolución dictada por el 

juez de Distrito o superior de lo autoridad responsable en 

los casos del articulo 37 de la Ley de Amparo. Si el nmporo 

directo procede contra sentencias definitivas que no admitan 

recurso alguno, laudos o r~soluciones que pongan fin al Juicio 

y que no ndmiton recurso alguno, por exclusión 1~1 juicio de 

amparo indirecto procede en contra de toda clase de actos, 

en contra de los cuales no proceda aquél, cuent ión éste que 

se analizar§ posteriormente dentro de este mismo capitulo, 

En el juicio de amparo indirecto 1 con un 

nombre único y un procedimiento unitario 1 se encuentran involu-
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eradas cuatro instituciones diversas que son: 

a),- Amparo contra leyes. En esta institución 

procederá el juicio de garantias contra leyes que por su sola 

entrada en vigor o bien por medio de un acto de aplicación 

causen perjuicio a las garantías individuales del gobernado 

y que forma parte de la fracción 1 del articulo 114 de la Ley 

de Amparo al cual nos avocaremos más adelante. 

b).- El amparo protector directo de los dere­

chos fundamentales de la persona humana. Aquí es lo que conoce­

mos en teoría como el amparo control de constitucionalidad, 

a9pecto este que se trató en el capitulo que antecede, motivo 

por el cual no amerita mayor comentario, 

e).- El amparo como tutelodor al traveS del agravio 

personal directo producido por invasión de esferas. En este 

caso tenemos precisamente, lo que se habló en líneas precedentes 

es decir, la invasión por leyes o actos de una autoridad federal 

que vulnere o restrinja lo soberanía de los Estados o bien 

las leyes o actos de autoridades de éstos que invadan la esfera 

de la Federación, hip6tesis que no son otras que las que 

establece el referido numeral 103, fracciones II y III y el 

articulo lº fracciones II y III de la Ley de Amparo. 

d).- El amparo control de legalidad. Surge 

cuando la autoridad del Estado 1 aplica inexactamente no 
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la ley que rige el acto reclamado, traduciéndose en una viole­

ci6n constitucional. 

2.- EL ARTICULO 107, FRACCION VII CONSTITUCIONAL. 

El empero indirecto encuentre su fundamento 

constitucional en el articulo 107, fracción VII de la Cons­

titución Pol!tica de los Estados Unidos Mexicanos, que literal­

mente expresa: 

"Art. 107 .- Todas las controversias de que 

habla el articulo 103 se sujetarán a los procedimientos 

formas del orden j uridico que determine .lo ley, de acuerdo 

con las bases sigicntes: 

VII.- El amparo contra actos en juicio, fuera 

de juicio o después de concluido, o que afecten o personas 

extrañas al juicio, contra leyes y contra actos de autoridad 

administrativo, se interpondré ante el juez de Distrito bajo 

cuya jurisdicci6n se encuentre el lugar en que el acto reclamado 

se ejecute o trate de ejecutarse y su tramitación se limitnr6 

al informe de la autoridad, e una audiencia para le que se 

citará en el mismo auto en que se mande pedir el informe 

se recibirán los pruebas que las partes interesadas ofrezcan 

oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia 

la sentencia". 

De acuerdo a la transcripción del precepto 
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citado, podemos percatarnos en una forma general, porque así 

se determina, en contra de qué actos procede el juicio de 

amparo indirecto y que la ley reglamentaria los regula en forma 

concreta, cuestión esta que analizaremos en el apartado subse­

cuente. 

En el propio artículo 107, aparece otra frac­

ción que previene contra qué actos específicos procede el amparo 

de que se trata, regulando dos figures denominadas jurisdicción 

concurrente (cuando el juez de Distrito, superior de la 

autoridad que haya emitido el acto viola torio de garantías, 

pueden conocer, indistintamente, del juicio de amparo) 1 y la 

coinpetencio auxiliar 1 (en esta un juez de primera instancia 

o cualquier autoridad judicial, actúan en auxilio de ln justicia 

federal, con facultades para recibir la demanda de garantías 

y suspender provisionalmente el acto, cuando la ley as! lo 

señale); dicha fracción es la XII, que a continuación se 

transcribe: 

"La violación de garantías de los nrticulos 

16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior 

del tribunal que la cometo, o ante el juez de Distrito que 

corresponda, pudiéndose recurrir, en uno otro caso, las 

resoluciones que se pron~ncien, en los términos prescritos 

por la fracción XIII. 

Si el juez de Distrito no residiere en el 
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mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley 

deter11inarl el juez ante el que se ha de presentar el escrito 

de a•paro, el que podré suspender provisionalmente el acto 

reclamado, en loa casos y t~rminos que la misma ley establezca 11
• 

3.- EL ARTICULO 114 DE LA LEY DE AMPARO. 

En este dispositivo legal ae encuentra prevista 

la procedencia especifica del juicio de amparo, reglamentando 

la fracci6n VII del articulo 107 constitucional, y que o con­

tinuaci6n ae reproduce: 

"Art. 114.- El amparo se ,pediré ante el juez 

de Distrito: 

I.- Contra leyes federales o locales, tratados 

internacionales', reglamentos ex.ledidos por el Presidente de 

la República de acuerdo con la fracci6n I del artículo 89 

constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por 

los Gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos 

o acuerdos de observancia general, que por su solo entrado 

en vigor o con motivo del primer acto de aplicoci6n, cause 

perjuicio al quejoso"; 

De lo anterior, se desprende que el gobernado 

queda protegido contra todas estas normas juridicos de observan­

cia general y abstracta, yo sean de carácter autoaplicntivo 

(que por su sola entrada en vigor causen perjuicios al 
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agraviado), o con carácter heteroaplicativo (que requieran 

un acto de aplicación por parte de una autoridad para causar 

perjuicios al quejoso). En este ú.ltimo caso debe decirse que 

esto s6lo corresponderá cuando le toque conocer del amparo 

al juez de Distrito, pues cuando la leJ estimada·inconstitucio -

nal se aplique en una sentencia definitiva, leudo o resolución 

que ponga fin al juicio, entonces deberá impugnarse el través 

del amparo directo, formando parte de los conceptos de violación 

que se formulen en la demanda respectiva, como as! lo señala 

la ley, 

nII.- Contra actos que no provengan de 

tribunales judiciales, administrativos o del trabajo. 

En estos casos, cuando el acto reclamado emane 

de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo 

sólo podr§ promoverse contra la resolución definitivo por 

violaciones cometidos en la misma resolución durante el 

procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado 

sin defensa el quejoso, o privado de los derechos que lo ley 

de la materia le concede, a no ser que el amparo sea promovido 

por persona extrofia a la controversia¡" 

Resulta importante, transcribir lo que el 

maestro Arellano García opina sobre la fracción citado, al 

expresar: "La fracción transcrita suscita las siguientes 

a) Entendemos por tribunales judiciales los 
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que pertenecen al Poder Judicial de la Federación o el Poder 

Judicial de alsuna de las entidades federativas: 

·b) Los tribunales judiciales resuelven las 

•aterias civil, mercantil, penal. 

e) Existen tribunales no judiciales, que 

pertenecen al Poder Ejecutivo y que son administrativos o del 

trabajo. 

d) Los tribunales administrativos pueden 

resolver asuntos fiscales o administrativos. 

e) Los tribunales de trabajo resuelven los 

conflictos suscitados entre trabajadores y patrones, as! como 

los conflictos gremiales. 

f) Los tribunales administrativos pueden ser 

federo les o locales, Los tribunales del trobaj o sólo pueden 

ser federales por ser federal la materia laboral. 

g) Si el acto proviene de autoridades diferen­

tes a las mencionadas en los incisos que anteceden, es proceden­

te el amparo indirecto. 

h) Entendemos por tribunal un órgano del Estado 

cuya función es ejercer la función jurisdiccional desde el 

punto de visto material, es decir aplica lo norma juridicn 

a unos situaciones concretas que se hallan en ontogonismo 1 
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en controversia. Por tanto, si la autoridad responsable no 

es un tribunal, por no tener o su cargo el desempeño de la 

función jurisdiccional desde el punto de vista material, es 

procedente el amparo indirecto. 

i) Si la autoridad responsable no ea un tri­

bunal y por tanto, contra actos de ella procede el amparo 

indirecto, han de observarse los lineamientos previstos en 

el segundo párrafo de la íracci6n II del articulo 114 de la 

Ley de Amparo: 

l. El acto reclamado emana de un procedimiento 

seguido en forma de juicio. En este caso, el amporo indirecto 

no poddrá promoverse contra las diversas resoluciones que pueden 

pronunciarse en el desarrollo de ese procedimiento pues, cons­

tantemente se interrumpirte se dilatarla indefinidamente 

su terminación. Sólo podrá promoverse el emparo indirecto contra 

la resoluciónúltima, definitiva, que se dicte en ese procedi­

miento. Al promoverse el amparo, en éste se impugnarán las 

violaciones cometidos en este resolución y las cometidas durante 

el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado 

sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la Ley 

de la materia le conceda. 

2. Si el amparo es promovido por persono 

extraño a lo controversia, si se pueden impugnar los actos 

emanados de ese procedimiento sin esperar la resolución 
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definitiva 11
•
19 

De lo mencionado en la ley J por el maestro 

Arellano Garc!a, cabe afirmar que los actos en contra de lo.a 

cuales procede el juicio de &•paro indirecto en la hip6tesis 

de esta fracc16n, serán única y e1clusiva•ente de autoridad 

administratiwa, pero que, en su caso deber&n ser definitivos, 

de donde resulta que debe ser un acto que tensa una ejecuci6n 

de iaposible reparación, excepto cuando se trate de tlrceros 

extraños a dicho procedimiento, de tal manera de que si se 

iaugnarlin todos J cada uno de los acuerdos o a.etas que se 

pronunciarán dentro de dicho procedimiento~ no se podrle deter­

minar si en efecto existe ese efecto de imposible reparaci6n 

o no, lo que incuestionablemente her la improcedente la acci6n 

de amparo, y Q,ue en el caso de que lo ley no lo regulara como 

tal, aurgir1o uno cadena interminable de amparos, que no se 

resolverla a ciencia cierta si causan o no un perjuicio irrepa­

rable, motivo por el cual s6lo es procedente el juicio de amparo 

contra la última resoluci6n dictada en el procedimiento adminis­

trativo seguido en forma de juicio ante la autoridad administra­

tiva, pudiendo impugnarse en la demanda de garant!os que nl 

efecto se interponga, todas las violaciones que se cometan 

en el transcurso del procedimiento, o bien en la resoluci6n 

misma, debiendo hacer notar que sólo será en estos casos, pues 

19.- ARELLANO GARCIA, Carlos.- Op. Cit.- PAgina 691. 
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cuando se traten de actos aislados, o sea, que no se sigan 

en forma de juicio, desde luego procederá el amparo indirecto 

correspondiente. 

"III.- Contra actos de tribunales judiciales, 

ad•inistrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio 

despufs de concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, 

s61o podrl promoverse el amparo contra la última resolución 

dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse 

en la misma demanda las demás Violaciones cometidas durante 

ese procedimiento, que hubiere dejado sin defensa al quejoso. 

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse 

el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben 

o desaprueben;º 

En relación con lo anterior el Dr. Burgoa 

al referirse al segundo párrafo de le fracción citada ose vera: 

"En efecto, el segundo párrafo de este precepto claramente 

indica que el emparo indirecto procede contra actos de ejecución 

de sentencias, lo que quiere decir que éstos no forman ya parte 

del juicio propiamente dicho. Si en la mente del legislador 

hubieran existido las idees que se contienen en In tesis juris­

prudencia! mencionada, no se hubiera lógicamente incluido dentro 

de la fracción que comentamos ese segundo párrafo, pues hubiera 



41 

habido una contradicci6n manifiesta~ El primer párrafo de la 

fracci6n citada, propiamente es la proposic16n senérica o 

enunciativa y el seaundo, la e1plicati "ª. El propóai to del 

le¡ialador, coao ae puede concluir de las anteriorea apreciacio­

nes, consiat1'5 en conceptuar coeo juicio, para loa efectos 

de aaparo, el procedimiento contencioso que concluye con le 

sentencia definitiva, respecto de cuyos actos procede el ••paro 

directo o uni-instaneial, pues de otro modo no habrta insertado 

el segundo p6rrafo. Por el contrario, pare: el leaislador los 

actos de ejec.uci.6n de sentencia se rep-utan realizados después 

de concluido Ast.e (post judicium o post-judiciales), contra 

los cuales se puede epromover el amparo inJirecto o bi-instan­

cial en los tEr•inos del mencionado segundo pirrafo ••• n20 

. Es conveniente transcribir la tesis jurispru-

dencial que menciona dicho autor~ para uns mejor comprenci6n 

que corresponde a la tesis Nª 22 de la compilac16n de 1917-

1965, teois 23 del Apéndice 1917-1975 y· 168, vioible a fojns-

508, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federac.i6n de 

1917-1985, Cuarta Parte, ·Tercera Sala que a la letra dice: 

"JUICI04- La Suprema Corte tiene establecido, en diversas 

ejecutorias, que por juiciot para los efectos del amparo, debe 

entenderse el procedimiento contencioso desde que se inicia 

en cualquiera forma. hasta que queda ejecutada la sentencia 

20,- BURGOA, Ignacio.- Op. Cit.- Página 635. 
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definitiva". 

En el supuesto a que se refiere el pri•er 

pArrafo de la fracción en análisis, podemos observar que a 

diferencia de la fracción anterior, el juicio de a•paro in­

directo es procedente en contra de actos de tribunales ejecuta-

dos fuera de juicio o despuis de concluido, 

ad11tnistrati vas que tramitan procedi•ientos 

no de autoridades 

no juicios; 

que como en la fracción precedente cuando se trate de actos 

de ejecución de sentencia sólo podrá promoverse el amparo 

contra la última resolución dictada en el procedimiento de 

ejecución, aspecto ~ste al que nos remitimos en todo lo aplica-

ble cuando formulamos el comentario respectivo a la fracción 

anterior. 

"IV.- Contra actos en el juicio que tengan 

sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposi-

ble reparación; 11 

Respecto la fracción transcrita el Dr. 

Noriega expresa el sisuiente comentario: " •.. por actos irrcporo-

bles que dejan sin defensa al quejoso, debe entenderse aquellos 

que, ejecutados durante lo secuela del procedimiento, no pueden 

ser revocados o modificados por medio de un recurso ordinario, 

ante le potestad común¡ ni tampoco enmendados en la sentencia 

definitiva que se dicte en el juicio'1
•

21 

21.- NORIEGA, Alfonso.- Op. Cit.- Página 289, 
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En esta hipótesis procederá el juicio de 

amparo indirecto contra actos de los tribunales que indica 

la fracción que antecede pero dentro del juicio, que produzcan 

situaciones de carácter irreparable para el quejoso, en su 

persona o en aua bienes, que se cumplimenten, lo que significa 

que en la sentencia definitiva que se dicte en dicho juicio, 

no puedan ser reparadas esos violaciones, por no estudiarse 

nueva•ente mediante un análisis tales cuestiones. 

"V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera 

de juicio, que· afecten a personas extraftas a ~l,. cuando la 

ley no establezca a favor del afectado alg~n recurso ordinario 

o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos 

o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de terccrio;'1 

En el caso estudio, tenemos que serón actos 

de tribunales judiciales que menciona la fracción III, y que 

se excluye el principio de definitividad que rige en materia 

de amparo, por as! disponerlo la Constituci6n Federal en su 

articulo 107, fracción VII que regula un principio juridico 

fundamental de procedencia del amparo indirecto y que constituye 

en la especie una excepción o dicho principio de dcfinitividad, 

por lo cual cuando las autoridades judiciales dicten un acto 

en contra de una persona ajeno al juicio en el que se actúa, 

y les produzca una afectación en su esfera jurídico, con viola­

ción a sus garantías ind1 viduales, y la ley que rija el acto 
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no establezca algún recurso ordinario o medio de defensa legal 

a favor de dicho tercero extraño, entonces procederá el amparo 

indirecto¡ haciéndose la aclaración de que como la ley lo 

dispone, siempre que no se trate de un juicio de tercería, 

toda vez que en este la persona que lo promueve, consecuente-

mente ya no resulta un tercero extraño al juicio, dado que 

lo que se dicte en el mismo le va afectar o beneficiar teniendo 

el carácter de parte y por ende debe agotar el recurso ordinario 

correspondiente que la ley secundaria le señale, antes de acudir 

al amparo. 

No debe pasar inadvertido el concepto que 

el Dr. Noriesa otorga en relación a lo antes mencionado, al 

afirmar: 11 En consecuencia, por tercero extraño debe entenderse 

aquélla persona que sin haber intervenido en un juicio y, por 

tanto, sin haber sido oído en su defensa, sufre un perjuicio 

en su persona o patrimonio derivado de actos ejecutados dentro 

de dicho juicio o fuera de él. Precisamente este "perjuicio" 

es el que determina el interés j ur!dico, y por tanto legítima 

al tercero pera hacer ejercitar la acci6n de amparo••. 22 

"VI.- Contra leyes o actos de la autoridad 

federal o de los Estados en los casos de las fracciones II 

y III del articulo lQ de esta Ley. 

Comenta el jurista Ignacio Burgoa en función 

22.- IDEH.- Página 293. 
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de la fracci6n de que se trata lo siguiente: "Este precepto 

es el reala•entario de las fracciones II y III del articulo 

103 cona ti tucional, que consignen la procedencia del juicio 

de amparo por "invasión de soberanlas". Como advertimos en 

otra ocaai6n precedente, el quejoso en este caso no es el Estado 

o la Federaci6n cuyas órbitas de competencia se vean vulnerad1rs 

reclprocamente, aino el in di vi duo, le persona moral o flsica 

a quien se le infiere un agravio por esa vulneración de com­

pet.encias, adoptando la acción constitucional respectiva la 

forma procesal ,de amparo indirecto o bi-instancial ante un 

juez de Distrito. En cambio, cuano no es un particular egraviado 

quién ataca el acto en que se hubiere tr8ducido lo invasión 

especifica del sistema de competencios entre las autoridades 

federales y locales. sino lo Federación o un Estado los que 

como entidades· pol!ticas impugnan la actuaci6n lesiva de su 

competencia respectiva, el medio correspondiente no es el juicio 

de amparo, sino una acción sui géneris de la que conoce la 

Suprema Corte en tribunal pleno, de acuerdo con lo establecido 

por la fracción II del articulo 11 de lo Ley Orgánico del 

Poder Judiciol de lo Federación. Por consiguiente 1 lo frncci6n 

VI del art!culo 114 de le Ley de Amparo se contrae al coso 

en que es el particular quien, mediante el juicio de ampo ro, 

impugna lo ley o el neto en que se haya traducido la invasión 

de soberanías entre las autoridades federales y locales'', 23 

23.- BURGOA, Ignocio.- Op. Cit.- Págino 645. 
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En función de lo expresado por el Dr. Burgos 

no cabe hacer mayor comentario, pues su criterio es adecuado 

con lo que expresa la Constitución y la jurisprudencia. 

4,- EL ARTICULO 115 DE LA LEY DE AMPARO. 

El dispositivo legal que se enuncia literal-

mente dice: 

"Art. 115.- Salvo los casos a que se refiere 

lo fracci6n V del articulo anterior, el juicio de amparo sólo 

podrá promoverse contra resoluciones judiciales del orden civil, 

cuando la resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable 

al caso o e su interpretación jurldica". 

Como se desprende de lo anterior, se limita 

exclusivamente e la materia civil a resguardar lo establecido 

en la garantía contenióa en el cuarto párrafo del articulo 

14 constitucional, que se refiere a que la sentencia definitiva 

en los juicios del orden civil deberá ser conforme u lo letra 

o a la interpretación j ur!dica de la ley, y a falta de esto 

se fundará en los principios generales del derecho¡ por tonto 

cuando las resoluciones en materia civil, no reunan estos 

requisitos, desde luego procederá el juicio de amparo, pero 

existirá la obligación de· que se presenten necesariamente la 

falta de dichos supuestos, ya que de no ser asi no será pro­

cedente la acción de amparo. 
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DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
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Por disposición ezpresa del articulo 107, 

fracci6n VII de ·la Constituc16n Politice de los Estados Unidos 

He1icanoa J articulo 114 de la Ley de Amparo, la autoridad 

competente para conocer del juicio de amparo de que se habla, 

lo es el juez de Distrito, dado que son los numerales que pre­

yienen tal competencia, señalando los actos e.n contra de los 

cuales cabe el amparo mencionado ante quiin se interpondr5 

o pedir&, por ~o cual generalmente la autoridad citada aerá 

la que conoceri del juicio de amparo indirecto. 

Taabién existe otra autoridad que resulta 

competente para conocer del juicio de amparo indirecto, sin 

eabarao, no es. en todos los casos, sino sólo en algunos que 

están señalados en el articulo 107, fracción XII y 37 de le 

Ley de Amparo que es cuando exista a juicio del quejoso, viola-

ción a sus garantlas individuales consagradas en los nrticulos 

16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII X, párrafos 

primero J segundo de la .Constitución Federal, en los cuales 

podrá promoversé el amparo ante el superior del tribunal que 

hoya cometido la violación, quién tramitará y resolverá conforme 

a las disposiciones contenidas de los artículos 116 a 156 de 

la Ley de Amparo, bien podrá interponerse el amparo de 

referencia ante juez de Dustrito, de donde resulta la denominado 

jurisdicción concurrente, que al decir del maestro Octavio 
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Hernández: ºJurisdicción concurrente u optativa es la facultad 

que, según la Constituc16n y la Ley de Amparo, tienen en deter-

minados casos las autoridades judiciales federales los 

superiores jer6rquicos del tribunal o juez cuyos actos se 

reclamen en el juicio de aaparo, para conocer 

iate 11
• 
24 

resolver 

EJ.iste otro caso en el cual la demanda de 

aaporo indirecto podrá interponerse ante una autoridad distinta 

de las señaladas anteriormente, pero a6lo será para que se 

reciba dicha demanda y en su caso suspender provisionalmente 

la ejecución de los actos reclamados, sin que la autoridad 

ante quién se presente la demanda, sea la que tramite y resuelva 

la controversia suscitada entre el particular y la autoridad 

que dicta o ejecuto el acto. Dicha competencia se denomino 

competencia auxiliar, de la cual el referido autor nos otorga 

su concepto: "Competencia auxiliar es la que en casos especiales 

atribuyen lo Constitución y la ley de amparo a jueces de primera 

instancia, que como tales, no son integrantes del Poder Judicial 

de la Federación, para 11 conocer 11 de determinados amparos'1
,
25 

No estamos totalmente de acuerdo con el maentro 

Hernández, en rnz6n de que en lo competencia auxiliar sólo 

menciono o los jueces de 'primera instancia, pero que la ley 

24.- HERNANDEZ, Octavio A.- Op. Cit.- Página 12J. 
25.- IDEH.- Página 120. 
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establece que también se puede interponer la demanda de amparo 

ante cualquiera autoridad judicial, siempre y cuando se .den 

los supuestos que la propia ley enumera. 

La competencia auxiliar se encuentra contenida 

en los artlculoa 38, 39, 40, 144 y 220 de la Ley de Amparo, 

los que por su importancia en relación con el tema, deben 

reproducirse, lo que se realiza acto seguido: 

11 Art. 38.- En los lugares en que no 

resida juez de Distrito, los jueces de primera instancia dentro 

de cuya jurisdiccion radique la autoridad que ejecuta o trata 

de ejecutar el acto reclamado, tendrán facultad para recibir 

la demanda de amparo, pudiendo ordenar que se mantengan las· 

cosas en el estado en que se encuentren, por el término de 

setenta y dos horas, que deberé ampliarse en lo que seo necesa­

rio, atenta la distancia que haya a la residencia del juez 

de Distrito; ordenaré que se rindan a éste los informes respec­

tivos, y procederá conforme a lo prevenido por el artículo 

144. Hecho lo anterior, el juez de primera instancia remitirá 

al de Distrito, sin demora alguna, la demanda original con 

sus anexos". 

''Art. 39.- La facultad que el articulo anterior 

reconoce a loa jueces de primera instancia pera suspender 

provisionalmente el acto reclamado, sólo podrá ejercerse, 

cuando se trate de actos que importen peligro de privación 
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de lo vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimien­

to judicial, deportación o destierro, o de alguno de los prohi­

bidos por. el artículo 22 de la Constitución Federal''. 

11 Art. 40,- Cuando el amparo se promueva contra 

un juez de primera instancia y no haya en el lugar otro de 

la mismo cntcgorla, o cuando reclamándose contra diversas 

autoridades, no resida en el lugar juez de primera instancie 

o no pudiere ser habido, y siempre que se trate' de alguno de 

los actos enunciados en el articulo anterior, la demanda de 

amparo podrá presentarse ante cualquiera de las autoridades 

judiciales que ejerzan jurisdicción en el ~ismo lugar, si es 

que en el reside la autoridad ejecutora. El juez recibirá la 

demanda procederá conforme a los dos artículos preccdcntes 1
'. 

''Art. 144.- Las autoridades judiciales comunes, 

autorizadas por el artículo 38 de esta ley, para recibir lu 

demartda y suspender provisionalmente el acto reclomndo, deber6n 

formar por separado un expediente en el que se consigne un 

extracto de la demandA de amparo, la resolución en que se mande 

suspender provisionalmente el acto reclamodu, copin!1 de los 

oficios o mensajes que hubieren girado parn el efecto y cons­

tancias de entrega, asl como las determinaciones que dicten 

para hnccr cumplir su resolución, cuya eficacia deben vigilar, 

en tanta el juez de Distrito les acusa recibo de la demanda 

y documentos que hubiesen remitido''. 
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11 Art. 220.- Cuando se señalen como actos 

reclamados los que tengan o puedan tener por efecto privar 

de sus derechos agrarios a un núcleo de poblac16n quejoso) 

o de sus derechos individuales a ejidatarios o comuneros, 

podr6 acudirse, en los términos del artículo 38 de esta Ley, 

a la competencia auxiliar, que estará facultada para suspender 

provisionalmente el acto reclamado''. 

De los preceptos legales citados podemos 

advertir que existen diversos presupuestos para que pueda 

proceder la llam&da competencia auxiliar, a saber: 

a).- Que en el lugar dond~ se ejecuta o trate 

de ejecutar el acto reclamado, no resida juez de Distrito, se -­

interpondrá la demanda ante el juez de primera instancia. 

b).- Si el acto reclamado es contra el juez 

de primera instancia y sea el único, o bien cuando se reclamen 

actos contra diversas autoridades y no resido el el lugar juez 

de primera instancia o no pudiere ser habido, necesariamente 

los actos que se reclamen ·tendrán que ser aquellos que importen 

peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal 

fuera de procedimiento judicial, deportación destierro. 

o alguno de los prohibidos por el articulo 22 de lo Constitución 

Federal, entonces podrá promoverse la demanda de amparo ante 

cualquiera autoridad judicial que ejerza jurisdicción en el 

mismo lugar. 
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e).- En el mismo caso que el anterior, resulta 

cuando se trate de materia agraria, pero sólo cuando los 

campesinos, ya ejidatarios, ya comuneros en lo individual o 

en lo general reclamen actos que puedan tener por efecto el 

peligro de privaci6n de sus derechos agrarios. 

Por último, cabe hacer notar que en realidad 

la competencia auxiliar es muy limitada en función de que la 

autoridad ante quien se presenta la demanda de amparo, únicamen-

te esté facultado para recibirla suspender cuando proceda 

le ejccuci6n del acto reclamado, lo en realidad, no resulta 

en sentido estricto una verdadera competencia. 



CAPITULO III 

PROCEDIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

1.- FORMA DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. 

Para expresar la forma de lo demanda de amparo 

indirecto, conforme lo establece la ley, es necesario manifestar 

en principio. que es la demanda de amparo, por ello se insertaré 

el concepto que el Dr. Ignacio Burgoa otorga al respecto, al 

afirmar que es: "El acto procesal por virtud del cual se ejer-

cita la occi6n respectiva por su titular, que es el asraviado, 

y quién raedian~e su presentación, se convierte en quejoso; 

es el elemento que inicia el procedimiento constitucional, 

y que encierra la petición concreta que 'traduce el objetivo 

esencial de la citada acción: Obtener la protección de la 

Justicia Federal. Por ral motivo, podemos afirmar que: La 

acción es el d
0

erecho público subjetJvo de obtener el servicio 

público jurisdiccional y que lo demanda es el acto procesal, 

proveniente del titular de dicha acción, en el cual aquél 

derecha se ejercita positiva y concretamcnte'1
•

26 

De lo e~pucsto por el Dr. Burgon, podemos 

decir que dichas manifestaciones contienen dos conceptos, uno 

de la demando de amparo y otro de lo demanda en general; al 

respecto cob<! aseverar que efectivamente la demanda de ampnro 

es un acto por virtud del cual se ejercita la acción de amparo 

26.- RURGOA, Ignacio.- Op, Cit.- Página 646. 
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por su titular, sin embargo, no se puede afirmar con le certeza 

que lo hace el Dr. Burgoa en el sentido de que es el acto 

procesal que inicia el procedimiento constitucional, pues hay 

que hacer notar que tsl demanda puede desecharse o puede tenerse 

por no interpuesta, en esas hipótesis jamás se inició el 

procedimiento constitucional, toda vez que éste, es de explorado 

derecho, se inicia, indudablemente, con el auto admisorio, 

entonces resulta discutible el que sea un acto procesal que 

inicie el juicio de amparo, que si se puede decir que se ejer­

cita con la demanda, la acci6n de amparo, y que resulte pro­

cedente o no, quedo al criterio objetivo del juzgador conforme 

a la ley. En este orden de ideas el procedimiento constitucional 

se iniciaré proJliBmente dicho con el auto admisorio que le 

recaiga a la demando interpuesta por el agraviado o quejoso. 

Une vez que se ha precisado que es la demanda 

de amparo, ahora, ya se puede hablar de las formas que lo ley 

de amparo señala para su presentación en el juicio de amparo 

indirecto, y que son las siguientes: 

a).- Escrita.(art. 116) 

b).- Por comparecencia. (art. 117) 

c),- Por ·via telegráfica. (art. 118) 

La forma escrita de lo demanda de amparo 
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es la más frecuente que encontramos en el juicio de que se 

trata, cuyos requisitos se examinarán en el apartado subsecuente 

de este capítulo. 

La demanda de amparo por comparecencia, debe 

promoverse ante el juez de Distrito, quién levantará el acta 

correspondiente cuando une persona, acuda ante él a solicitar 

el amparo y protección de la Justicia de la Unión, que evidente­

mente no podrA ser en todos los casos, pues· en estos sólo 

podrá presentarse por escrito, pero que, en la forma que se 

indica sólo proi::ederá cuando se trate de cierto tipo de actos 

específicos y que son los siguientes: 

I.- Cuando se trate de actos que importen 

peligro de privación de la vida. 

II.- Cuando se trate de actos que importen 

ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, 

deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el ar­

tículo 22 de la Constitución Federal, 

No hay que olvidar que cuando se trate de 

este tipo de actos y el agraviado se encuentre imposibilitado 

para promover el juicio de amparo, podrá hacerlo cualquiera 

otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad, motivo 

por el cunl cualquiera persono puede acudir ante el juez de 

Distrito para los efectos que se hnn señalado en líneos 
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precedentes. 

Como requisitos para la admisi6n de la demanda 

por comparecencia, la ley de Amparo en su artículo 117, nos 

indica qur. debe expresarse: el acto reclamado¡ le autoridad 

que lo hubiere ordenado (si fuere posible al ·promovente); el 

lugar en que se encuentre el agraviado (en caso de que no sea 

el que promueve el amparo)¡ y la autoridad o agente que ejecute 

o trate de ejecutar dicho acto. 

En lo que se refiere a la tercera forma de 

presentación de la demanda de amparo que es por vía telegráfica, 

tal cuestión se examinará en el siguiente capitulo. 

2.- REQUISITOS DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. 

Al hablar de los requisitos que debe reunir 

la demanda de amparo indirecto, nos referimos en esencia a 

le forma escrita, por ser, como ya se dijo, la mós frecucnt.e 

que aparece en esto clase de emperos. 

Los requisitos que al efecto previene el ar­

tículo 116 de la I~ey de Amparo que debe reunir toda demanda 

son los siguientes: 

I.- El pombre y domicilio del quejoso y de 

quién promueve en su nombre. 

En concepto del maestro Octovio Hernández 
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el quejoso: " ••• es la persona agraviada por actos de autoridad, 

en cualquiera de las hipótesis se!laladas en el articulo 103 

de la Constitución, la cual demanda ante el tribunal competent~ 

el amparo y protección de la justicia de la Unión, contra tales 

actos" 27 

En relación con lo anterior, el citado maestro 

agrega: 1'Scgfin esto 1 precisa distinguir entre agraviado 

quejoso. No todo agraviado es quejoso, si no ·sólo aquél que 

demanda en juicio de garantías, el emparo y protección de la 

justicia de la ·unión. Cabe, inclusive, admitir la posibilidad 

de que exista quejoso sin que haya agra~iado, como sucederá 

en el caso de que aquél no compruebe en el juicio de amparo 

la real existencia de los agravios por los que se queja. De 

aqu! que la fr~cci6n I del articulo 5g de la ley use indebida-

mente el término de "agraviado", en vez del de "quejoso", error 

que se repite en muchos otros preceptos del mismo ordena­

miento11. 28 

Debe hacerse mención, que mucho se ha discu-

tido en la doctrina. en cuanto a la denominaci6n de quejoso 

o agraviado, sin embargo, la ley de amparo ha utilizado estos 

dos términos como sinónimos, como nsi lo establece en la frac-

ción I del 116 o bien en el articulo 4º que neto continuo se 

reproduce: 

27,- HERNANDEZ, Octavio A.- Op. Cit.- Pfigina 148. 
28,- IDEH.- Pfigina 149, 
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ºArt. 4°,- El juicio de amparo únicamente 

puede promoverse por la parte a quién perjudique la Ley, el 

tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto 

que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, 

por su defensor si se trata de un acto que cor.responde a una 

causa criminal, por medio de algún pariente o persono extraña 

en los casos en que esta Ley lo permita expresamente: y sólo 

podré seguirse por el agraviado, por su representante legal 

o por su defensor''. 

Ahora bien, resulta indispensable el señala­

miento del nombre del quejosos en la demanda de amparo, yo 

que en términos de lo que dispone el articulo 107 fracción 

I constitucionnl en relación a lo establecido en el numeral 

transcrito en el párrafo que antecede, el juicio de amparo 

siempre se seguirá a instancia de parte agraviado y que desde 

luego alguien debe responder por la presentación de la demando, 

que en esta primero hipótesis será por su propio derecho, 

pudiendo ser, solamente cualquiera persona físico, nocional 

o extranjera (en cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 

l g constitucional), inclusive, menor de edad en el coso del 

articulo 6g de la Ley de Amparo, aunque en este supuesto deberá 

el menor manifestar su edad, para el efecto de que sí ha 

cumplido los catorce años de adod, en la misma demanda podrá 

designar un representante para que intervenga por él en el 

juicio de amparo, y en el ceso de que no hayn cumplido los 
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catorce años de edad, la obligación de designarle representante 

para que intervenga por él en el juicio rccaé en el juez de 

Distrito. 

Asimismo, se requiere el sei'ialnmiento del 

domicilio del quejoso, esto en realidad es para que las notifi­

caciones de car6cter personal que se le tengan que practicar, 

se realicen en el domicilio que se indique en la parte de que 

se habla, aun cuando conforme a la práctica,· este requisito 

se señala en el proemio de la demanda, conjuntamente con el 

nombre del quejo~o. 

En lo referente la sCgunda parte de la 

fracción I del artículo 116, debe señalarse también el nombre 

domicilio de quién promueve en nombre del quejoso 1 esto 

sólo será cuarido éste no promueva por su propio derecho, es 

decir, cuando sea un representante lcsal o voluntario el que 

interponga la demanda de amparo, en los cosos y con los con­

diciones que la propia ley seftale. 

Así las cosas, t.cnc.mos que en el caso de una 

persono f!sico puede acudir a solicitar amparo por ello, un 

representante legnl que será en el caso de un menor de cdnd 

o de un incapaz, o bien un representante voluntario, lo que 

conocemos como apoderado que tendrá que acreditar su persona­

lidad conforme n In ley que rija el acto que se reclamo (art. 

12 de lo Ley de Ampo.ro), o cuando yo tenga acreditado su 
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personalidad ente la autoridad responsable (art. 13 de la Ley 

de Amparo), debiéndo demostrar tal circunstancia con les copias 

certificadas que el efecto expida la propia responsable; 

también podré promoverse por el defensor del quejoso, ya sea 

particular o de oficio, si se trata de una causa criminal, 

no requiriendo acreditarlo mediante ninguna constancia, pues 

con la simple aseveración que haga será suficiente para la 

admisión de la demanda, debiendo el juez girar oficio a ln 

autoridad que conozca de la causa penal le remita ln cer­

tificación correspondiente de que efectivamente la persono 

que promueve el amparo tiene el carácter con que se ostenta; 

igualmente puede promover a nombre del quejoso cualquiera 

persona si se tratan de actos que señala el articulo 17 de 

ln Ley de Amparo {que importen peligro de privación de lo vida, 

ataques e le libertad person~l fuera de procedimiento judicial, 

deportación 1 destierro o cualquiera de los set.os prohibidos 

por el articulo 22 de la Constitución Federal). 

En el caso de las persones morales quejosas, 

puede promover emparo su legitimo representante (personas 

morales oíiciales) 1 su upodcredo, director general, administra­

dor único, presidente del consejo de administración, o cualquier 

otro persona que tenga les facultades necesarios en el tes­

timonio notorial que al efecto se exhiba (personas morales 

privadas), sus representantes del nGcleo de población ej idnl 

o comunal (acreditarán su personalidad en los términos del 
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articulo 214 de lu Ley de Amparo), 

Tonto en los supuestos en que se represente 

o uno persono fisica o o una persono moral, deberé señalarse 

en lo demando su domicilio respectivo. 

II, - Nombre domicilio del tercero per-

judicado. 

Según el Dr. Alfonso Noriega: "Tercero 

perjudicado es aquella persona que tiene un derecho que, a 

pesar de ser incompatible con la cuesti6n debatida en el juicio 

de amparo, puede ser afectado por la sentencia que se dicte 

en dicho juicio y que, por tonto, tiene interés jurldico pnro 

intervenir como tercero en la controversia constitucional, 

pero ser oldo '1 defender los prerrogativas que pudiera propor-

clonarle el acto o resolución motivo de la violación elesada. 

O bien, en una fórmula más sencilla: tercero 

perjudicado es aquello persona que tiene interés jurldico en 

que Gubsistn la validez tlel acto reclamado y, por tanto, que 

no se declare su inconstitucionnlidad''. 29 

Nos perece más adecuado este último concepto 

que vierte el referido Dr. Toda vez que en efecto, el tercero 

perjudicado tiene interés en que se declare la subsistencia 

del acto reclamado y por ende su constitucionalidad. 

29.- NORIEGA, Alfonso.- Op. Cit.- Página 333. 
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Se ha dicho y no sin razón que el tercero 

perjudicado tiene intereses similares a los de lo autoridad 

responsable, en virtud de que ésta también persigue como finali­

dnd el que se declare la subsistencia del acto reclamado y 

por lo tanto su constitucionalidad. 

De acuerdo a la ley, el articulo 5" del Código 

de Ampero señala quienes tienen el carácter de terceros per­

judicados en el juicio de amparo, al establecer: 

''Art. 5ª.- Son partes en el juicio de amparo: 

III .- El tercero 

pudiendo intervenir con ese carácter: 

terceros perjudicados, 

o).- La contraparte del agraviado cuando el 

acto reclamado emane de un juicio o controversia que no sea 

del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio 

cuando el amparo sen promovido por persona extraña al procedi­

miento¡ 

b).- El ofendido o las personas que, conforme 

a la Ley, tengan derecho e ln reparación del daño o exigir 

lo responsabilidad civil proveniente de la comisión de un 

delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra 

actos judiciales del orden penal, siempre que éstas afecten 

dicha reparación o responsabilidad¡ 

c).- La persona o personas que hayan gestionado 
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en su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se 

trate de providencias dictadas por autoridades distintas de 

la judicial o del trabajo¡ o que, sin haberlo gestionado·, 

tengan inter~s directo en la subsistencia del acto reclamado", 

En la especie, podemos darnos cuenta que los 

incisos a) y b) del numeral reproducido, se refieren a actos 

emanados de autoridades judiciales, y el último a actos de 

autoridades administrativas. 

En las relacionadas condiciones, en cuanto 

al inciso o) mencionado será tercero perjudicado, todo aquél 

que sea contraparte del agraviado en un juicio del orden civil, 

familiar, mercantil o laboral, etc., pero que no sea del orden 

penal, pues en este como es de todos conocido la contraparte 

del indiciado es el Ministerio Público, de ahi que si la Ley 

de Amparo en la fracción IV del propio precepto legal señala 

como parte en el juicio de sarantlas al Ministerio P6blico 

Federal, quien es el que representa los intereses de la 

sociedad, resulta ocioso el que el Ministerio Público pudiese 

resultar tercero perjudicado, independientemente de que también 

es un hecho notorio el que el Ministerio Público que es con.tre­

parte del indiciado en un juicio criminal, le estfi vedado el 

juicio de amparo. 

Conforme a las afirmaciones vertidas en el 

párrafo anterior, resulta lógico que el ofendido o los personas 
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que se indicen en el inciso b) del referido numeral, tengan 

el carácter de terceros perjudicados en el amparo, pero sólo 

cuando se determine la reparación del daño en el incidente 

respectivo o la responsabilidad civil, esto siempre que sea 

un incidente, pues si es en sentencia definitiva, entonces 

serán terceros perjudicados en el emparo directo y no en el 

que se estudia. 

Finalmente en lo que se refiere al último 

inciso de la fracción que se comenta, debe decirse que tendrán 

el carácter de terceros perjudicados, sólo aquellas personas 

que hayan gestionado un acto de carácter administrativo a su 

favor y este sea el acto reclamado, o bien sin haberlo gestiona­

do les favorezca el que prevalezca dicho acto. 

En suma, en le demanda del juicio de empero 

indirecto, debe sei\alarse el nombre y domicilio de les personas 

que tengan la calidad de terceros perjudicados en términos 

de la fracción a que se ha hecho referencia, lo que por una 

parte, resulte adecuado porque se les otorga el derecho de 

audiencia para que puedan alegar lo que a su derecho convenga, 

todo ello en funci6n de que se declare la constitucionalidad 

del acto que reclama el quejoso. 

Es importante hacer la aclaraci6n que no en 

todos los juicios de amparo indirec~o se da ln figurn del 

tercero perjudicado, pues como ya vimos en materia penal o 
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en materia administrativa, en ocasiones puede existir el 

tercero perjudicado y en otras no, sin embargo en las demás 

materias, derivado de la ley siempre habré tercero perjudicado •. 

III. - La autoridad o autoridades responsables¡ 

el quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de 

Estado a los que la Ley encomiende su promulgaci6n, cuando 

se trate de amparos contra leyes. 

La autoridad responsnble como decisoria 

ejecutoria, en concepto del Dr. Burgoa3C\rnede revelarse en las 

siguientes hipótesis: 

1.- Como el Organo del Estado que emita una 

decisión en que aplique incorrectamente una norma jurídica 

en coso concretp. 

2.- Como órgano del Estado que al dictar una 

decisión vio la una norma jur!dica aplicable al caso concreto 

en que opere aquella. 

En este ceso es cuando se violan los ert!culos 

14 Y 16 de le Constitución Politice de los Estados Unidos 

Hciicenos. 

3.- Como el óri;i;ano del Estado que al dictar 

una dccisi6n (orden o dictado) no se ciñe o ninguna norma 

30,- BURGOA, Ignacio.- Op. Cit.- Página 341. 
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jurídica, esto es, cuando actúa arbitrariamente (falta de 

fundamento legal)¡ 

4.- Como el órgano del Estado que al ejecutar 

una orden o decisión, no se ajusta a los términos de la misma¡ 

5.- Como el órgano del Estado que, sin orden 

previa, ejecuta un acto lesivo de la esfera juridica particular. 

Como podemos ver el referido Dr. nos dá una 

amplia idea sobre lo que debemos entender por autoridad respon­

sable, ya en su carácter de ordenadora, ya en su carácter de 

ejecutora, empero lo que realmente debe importarnos es que 

en el juicio de amparo, no sólo en el indirecto, sino en el 

directo también, es el señalamiento de la autoridod responsable, 

pues es contra los actos de ella, el motivo por el cual se 

vo a promover el amparo, de ahi que conforme a lo establecido 

en el artículo 11 de lo ley de la materia, la autoridad respon­

sable es la que dicta, promulga, publica 1 ordena, ejecuta 

o trota de ejecutar lo Ley o el neto reclamado 1 supuestos 

que deberá seguir a lo letra el quejoso al promover su demanda 

de amparo, en la que deber6 mencionar con toda precisión la 

denominación correcta de lo autoridad o autoridades que se 

encuentren dentro de las hipótesis que señala el citado 

articulo. 

IV,-. La ley o acto que de cada autoridad se 
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reclame: el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, 

cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que 

constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos d_e 

los conceptos de violación. 

Como se puede advertir de lo dispuesto por 

el artículo 116 de la Ley de lo materia en su fracción IV, 

contiene practicomente tres requisitos que debe contener la 

demando de empero que son: el acto reclamado, ·lo protesta de 

decir verdad y los antecedentes del acto reclamado. 

Desglosando los requisitos que señala la 

referido fracción tenemos que en primer lUgar el quejoso debe 

indicar la ley o acto que de cada autoridad reclame 1 lo que 

implica que debe de haber imputación directo a cado autoridad 

de todos y ca"de uno de los actos que se les atribuyen, no 

importando el n6mero de actos reclamados que sean. 

Siendo el amparo une institución de buena 

fe, porque se porte, precisamente en el indirecto de lo que 

manifiesto el quejoso, sin que el juez tenga a la mono más 

elementos que lo que le diga el agraviado, entonces se hnce 

necesaria la protesta de decir verdad para el efecto de que 

si éste formula hechos fo leos u omita los que le consten, se 

le finque lo responsabilidad correspondiente conforme lo 

dispuesto en el articulo 211 de la Ley de Amparo que impone 

pena privativa de libertad de seis a tres años y multa de diez 
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a noventa días de solario el quejoso en un juicio de amparo 

que al formular su demanda realice las actividades mencionadas 

en relación con el amparo, excepto cuando se reclamen los actos 

a que se refiere el nrtlculo 17 de la Ley de Amparo (actos 

que importen peligro de privnción de la vida, etc~). 

En relación con lo anterior el Dr. Burgos 

sostiene: 11 El fin que se persigue con dicha manifestación 

consiste en sujetar al quejoso lo responsabilidad penal 

pl'cvistn en el artículo 211 de lo Ley de Amparo, para el caso 

de que al formularse la demanda afirme hechos falsos u ómito 

los que le consten ... 1131 

La expresión del ur. Burgos, en verdad r~~ulLu 

repetitiva de lo que se contiene en el referido articulo 211 1 

lo que no dice dicho Dr. es que en la práctico no se do ln 

responsabilidad penol de que hobln, pues tenemos que en muchos 

ocasiones el quejoso en su demanda de gnrantios afirma hechos 

falsos u omite otros que le constan pero que sebe que le pueden 

perjudicar en cuanto a la admisión o trámite de su demanda, 

y cuando se fallo en el juicio de amparo el juzgador advierte 

que el quejoso se condujo con falsedad, sin embargo, esto nodn 

más dn lugar a lo imposición de lo multo e que se refiere el 

dispositivo 81 de la ley. en cita, pero en ningunB forma se 

do le intervención al Ministerio Público federal denunciando 

31.- BURGOA, Ignacio.- Op. Cit.- Página 646. 
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tales hechos ilícitos para el efecto de que ejercite la acción 

penal que corresponda, de ahí que resulte totalmente inoperante 

el otorgamiento de la protesta de decir verdad. 

Los antecedentes del acto reclamado, tambien 

constituyen un requisito en la demanda de garantías sobre 

amparo indirecto, dado que son circunstancias o aspectos que 

le sirven el juzgador para tener marco de referencia en cuanto 

al origen del acto que se reclama, y así podbr determinar, 

inclusive, un desechamiento de la demanda de amparo, una aclara­

ción o la admisi6n misma. 

V.- Los preceptos constituc
0

ionales que conten­

gan las garantlas individuales que el quejoso estime violadas, 

asl como el concepto o conceptos de las violaciones, si el 

emparo se pide con fundamento en la fracción I del articulo 

1° de la Ley de Amparo. 

En lo especie, cabe decir, que no es un 

requisito, sino dos, como en el coso anterior, los que se exigen 

en la demanda de amparo indirecto, ya que primeramente deberán 

señalarse los art!culos constitucionales que contengan los 

garant!as que la ley o acto de autoridad violó en perjuicio 

del quejoso, e igualmente los conceptos de violación que no 

son otro cosa más que los agravios que debe expresar le causan 

lo ley o el acto de autoridad. En relación con este tópico 

lo Supremo Corte de Justicia de la Nación en lo tesis relo-
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cionada a la tesis de jurisprudencia número 109, colocada en 

segundo orden, visible a fojas 170 1 Octava Parte, común al 

Pleno y a las Salas del Ultimo Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación. Compilac16n correspondiente a los años de 

1917 a 1985, ha sustentado el siguiente criterio: "CONCEPTOS 

DE VIOLACION. REQUISITOS LOGICOS Y JURIDICOS QUE DEBEN REUNIR.­

El concepto de violación debe ser la relación razonada que 

el quejoso ha de establecer entre los actos desplegados por 

las autoridades responsables los derechos fundamentales 

que estime violados, demostrando jurídicamente la contravención 

de éstos por dichos actos, expresando, en el caso, que la ley 

impugnado, en los preceptos citados, conculco sus derechos 

públicos individuales. Por tanto, el concepto de violación 

debe ser un verdadero silogismo, siendo lo preoisa mayor los 

preceptos constitucionales que se estiman infringidos: lo 

premiso menor, los actos reclamados y la conclusión la con­

trariedad entre ambas premisas''. 

Del criterio formulado en dicha ejecutorio 

por nuestro más alto Tribunal de la Federación, podemos ver 

que los conceptos de violaci6n son argumentaciones que el 

quejoso debe vertir en le demande de amparo 1 pare poner de 

manifiesto ante la potestad federal que la ley o act.o de 

autoridad que reclama, son contrarios a la Constitución en 

consecuencia, violan sus garantías individuales. 
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VI.- Si el amparo se promueve con fundamento 

en la fracción II del articulo 111 de la Ley de Amparo, deberá 

precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido 

invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve 

con apoyo en la fracción III de dicho articulo, se señalará 

el precepto de la Constitución General de la República que 

contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido 

vulnerada o restringida. 

En el coso concreto, este requisito no es 

exigible en todas las demandas de amparo indirecto, sino sólo 

cuando se promuevo por invasión de esferas, en cuyo caso se 

requerirá tal requisito. 

También como requisito de la demanda de amparo 

indirecto debe considerarse lo establecido en el articulo 120 

de la Ley de Amparo que impone la obligación de exhibir copins 

de le misma para todas y cada uno de las partes que intervienen 

en el juicio de amparo, osi como dos copias más, en el supuesto 

de que se solicite le suspensión del neto reclamado. 

Desde luego la demanda de amparo deberá 

contener lo firma de quién la suscriba, pues s6lo así puede 

establecerse quién es el responsable de dicho demando, por 

lo cual aunque lo ley no lo señale, resulta un requisito 

indispensable en lo mismo. 
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Finalmente uno que no es requisito de la 

demanda de amparo indirecto pero que con reaularidad se ha 

hecho indispensable en la misma, son los puntos petitorios. 

No puede pasar desapercibido que en la demanda 

de que se trata, aun y cuando no se señala como un requisito 

que tenga que reunir, resulta necesario si es que el juicio 

de amparo es de término, expresar le fecha en la cual se tuvo 

conocimiento de la ley o acto que se reclama. 

Una vez que se han mencionado los requisitos 

que debe contener la demande de amparo indirecto y previamente 

al estudio del sisuiente apartado, es importante indicar que 

una vez que el j ucz de Distrito recibe la demanda, deberá 

analizarlo en el siguiente orden: 

a).- Si es competente para conocer del juicio 

de amparo, 

b),- Si no tiene algún impedimento para conocer 

de la demanda de amparo que ante él se interpone, que se 

encuentran insertos en el artículo 66 de la ley de la materia. 

c),- Si no existe alguna causo de improceden­

cia, ya constitucional, ya legal, es decir de lns que señnle 

la Constitución Fcdcrnl (artículos: 3 11 fracción II, 27 frac­

ción XIV, primer párrafo, 33 1 60 párrafo cuarto, 110 último 

párrafo y 111 párrafo sexto), o Ley de Amparo (artículo 73 
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en sus dieciocho fracciones). 

d).- Si no existen ninguno de los anteriores 

supuestos procederá e examinar los requisitos de la demanda, 

y si falt:e alguno de ellos, mandará prevenir al promovente 

del amparo, para que la aclare o la corrija, lo que se denomina 

auto aclaratorio. 

e).- Si una vez analizados los requisitos 

de la demandat no faltare ninguno o una vez que se haya aclarndo 

la demanda en los términos en que se haya prevenido al promoven­

te, procederé. e dictar el juez de Distrito el auto admisorio 

de la demanda iu~~rp~:sta. 

Sentado lo anterior, ahora pasaremos al 

análisis del trlmite que sigue la demanda de amparo indirecto. 

J,- AUTO DE INCOMPETENCIA. 

Presentada la demanda de amparo a.nte el juez 

de Distrito, éste examinará en principio, antes que cualquier 

otra cosa, si es competente para conocer de la demanda de garan­

tías que tiene a la vista 1 para lo cual estudiará el oc to 

reclamado, lo que significa que vcrii si el mismo no es de los 

netos que señala el articulo 158 de le Ley de Amparo para la 

procedentin del juicio de amparo directo, si resulta cocpt>tento 

entonces deberá analizar si el acto reclamado se ha ejecutado 

o treta de ejecutarse, dentro de la jurisdicc.ión dentro de 
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la cual ejerce la misma, en cumplimiento a lo dispuesto por 

el articulo 36 de la Ley de Amparo¡ si a pesar de esto, resulta 

competente, entonces si se trata de un juzgado especializado 

por rezón de materia, tendrá que analizar la naturaleza del 

neto reclamado, paro ver si resulta competente; si aún así 

es competente procederá a examinar la demanda para determinar 

si tiene algún impedimento para conocer de la misma, lo que 

en realidad nunca sucede, pues es una cuestión que pasan por 

alto todos los jueces de Distrito, pero que, en estricto apego 

a la ley deben analizar. 

En cualquier caso de los mencionados en el 

párrafo precedente, en cuanto a la competencia se refiere, 

resultare el juez de Distrito incompetente, deberá dictar un 

acuerdo que se llama auto de incompetencia, el cual podrá 

formularlo en formo de resolución o bien, de acuerdo, que deberá 

contener 1 en ambos casos, el nombre del promovente del amparo, 

de las autoridades contra quienes se promueve el juicio, el 

HCto reclamado en forma literal, los razonamientos lógico 

jurídicos por virtud de los cuales estima que es incompetente 

y los fundamentos legales que los apoyen. 

4.- AUTO DE DESECHAMIENTO. 

Cuando el juez de Distrito ha examinado la 

demanda de amparo que tiene a lo vista y ha resultado competente 

y no tiene ningún impedimento poro conocer de la demanda citada, 
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lo procedente será que examine si no se presenta alguna de 

las causas de improcedencia señaladas en la Constitución Federal 

o en la Ley de Amparo, en los articulas que se han ci tadet 

anteriormente, si apareciere alguna causa, que siempre deberá 

ser notorf~, o sea, manifiesta e indudable, deberá dictar 

un auto de· desechamiento de dicha demande 1 que deberá contener 

los mismos requisitos que el auto de incompetencia, con la 

carocteristica de que se cite el apoyo legal. que sirve de 

fundamento para el desechomiento de mérito que es el articulo 

lltS de la Ley de Amparo 1 si no apareciere en la demando de 

gorantias alguna causa de improcedencia, entonces procederá 

a e1aminar los requisitos de lo misma, como veremos a continua­

ción, 

5,- AUTO ACLARATORIO. 

Después de que el juez ha estudiado ln demanda 

de amparo, ante él interpuesta y siempre cuando resulte 

competente, no exista ningún impedimento legal de los marcados 

en el articulo 66 de la Ley de Amparo, no apareciere ninguna 

causa de improcedencia, deber& examinar si la dcn1ande de amparo 

contiene todos J cada un de los requisitos que hemos señalado 

en el apartado dos de este capitulo, y si faltare alguno de 

ellos, procederá a dictar un auto que se denomina a.clara torio 

en el que deberé precisar el nombre del promovente del amparo 

y asimismo los requisitos que le falten a lo demando, ya sean 
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de los señalados en el articulo 116 de la Ley de Amparo o en 

el numeral 120 de la misma Ley, o también si existe alguna 

obscuridad o irregularidad en la propia demanda, para el efecto 

de que prevenga al promovente para que dentro del término de 

tres d!as llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones 

que correspondan o presente las copias faltantes, apercibiéndolo 

que en ceso de no hacerlo se tendrá por no interpuesto la 

demanda de amparo, siempre cuando el acto reclamado sólo 

afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso. 

Cabe hacer notar que el auto aclaratorio 

deberá ser notificado en forme personal al promovente del 

amparo, y si éste no do cumplimiento a todas y cada uno de 

las prevenciones que se le hayan formulado en dicho acuerdo, 

dentro del término que se le otorg6 para ese efecto, entonces 

el juez de Distrito hará efectivo el apercibimiento que se 

le hizo al promovente y en consecuencia tendrá por no inter­

puesta la demanda, que desde luego deberá realizar esa actividad 

en un acuerdo en el que se certifique los días que tuvo el 

promovente del amparo para aclarar su demande (dicha certifica­

ción evident.emente debe ser previa el acuerdo y por parte de 

la secretaria del juzeado) • de ahl que en dicho acuerdo. ae 

declare que vista la certificac16n formulada por la secretaria 

din que se haya dado cumplimiento al auto aclaratorio, se tendrá 

por no interpuesta la demanda con fundamento en el articulo 

146 de la Ley de Amparo, mismo precepto que también deberá 
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contener el auto aclaratorio a que se he hecho alusión. 

6.- AUTO ADMISORIO. 

Si la demanda de amparo reune todos los 

requisitos de que se hablaron en el apartado dos de este 

cnpltulo, o bien, se dió cumplimiento en sus términos, por 

parte del promovente del amparo, al o u to aclaratorio que se 

indic6 anteriormente, el juez de Distrito proc~derá a dictar 

el auto admisorio de la misma. en el que, esencialmente, se 

señalará el nombre del quejoso o agraviado, y en su caso, de 

quién promueva en su nombre, contra actos de qué autoridndcs, 

por violacion a qué garnntlas constitucionales, la declaración 

expreso de que se ndmit'e la demanda de amparo, y si solumcntc 

se admite en relación a unos actos reclamados y respecto de 

otros no, deberá señalarse contra que actos se admite, y cuales 

son los actos respecto de los cuales se deac:chu, debiéndose 

expresar el fundamento legal correspondiente; la petición a 

las autoridades responsables de su informe con justlficación 

que deberán rendir dentro del término de tres díns (articulo 

156 de la Le.y de Amparo), cinco días (articLJlo 149 de lo Ley 

de Attiporo) 1 o de diez días (artículo 222 de la Ley de Ampuro) 1 

término que depende de la materia de que se trate 1 pues en 

el primer cnso sei-á penal y en el último agrario, en tunto 

que en el segundo coso serii para cualquiera otra materia¡ 

debiéndose remitir a lo. o las autoridades resJionsnblea copia 
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simple de la demanda y del escrito aclaratorio si lo hubiere, 

esto siempre y cuando no se forme incidente de suspensión, 

pues en tal caso, dichas copias se le enviarán a las autoridades 

citadas al solicitarles el informe previo, dentro del cuaderno 

que al efecto se forme con moti\'O de dicho incidente¡ también 

en el auto ndr.dsorio de la demanda se le dará lo intervención 

que por ley le corresponde al Agente del Ministerio Público 

Federal adscrito, para los efectos de su representación; se 

hará la declaración de que se tiene en el juicio de amparo 

como tercero pcrjudiccdo a determinada o determinadas personas 

(si es que existe tercero perjudicado) ordenándose notificárscle 

de la demanda y del a11to admisorio, ya por conducto del actuario 

adscrito al juzgado de Distrito o bien por exhorto si es que 

reside fuera de la jurisdicción del juzgado donde se ventila 

el juici
0

0¡ se señalará die y hora para la celebración de la 

audiencia constitucional a que se refiere el articulo 147 de 

la ley de la materia, Otro requisito que aunque no es esencial 

dentro del auto admisorio es que cuando se solicita la suspen­

sión de los actos reclamados, se ordena formar el incidente 

de suspensión respectivo por cuerdo separada y por duplicado, 

También dentro del auto admisorio 1 no siendo 

requisito esencial, pero que la práctica así lo ha determinado 

es que se tenga por señalado el domicilio que el quejoso indique 

en su demanda asimismo se tendrán por autorizadas, según 

si es procedente, a las personas que se mencionen en el escrito 
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inicial de demanda en términos del artículo 27 de la ley 

invocada, y si se trata de materia civil, mercantil o adminis-

trativa, el juez de Distrito deberá cerciorarse de que tales 

personas tienen autorización para ejercer la profesión de Licen-

ciado en Derecho, lo cual será mediante los datos que el agra-

viado proporcione en su demanda y en el libro de cédulas y 

cartas de autorización que para tal efecto se lleve en el 

juzgado, y si efectivamente C?stán registrados teles documentos 

tendrá por autorizados a los mismas en términos del numeral 

citado, en caso ~ontrario les impondrá una prevención consisten-

te en que mientras no den cumplimiento a lo ordenado en los 

articulas 26 o 29 de la Ley de Profesione's no se les tendrú 

por autorizados conforme a la ley. 

7.- AMP~IACION DE LA DEMANDA DE AMPARO lNDIRECTO. 

El quejoso podrá ampliar su demanda de nmparo 

en dos momentost a saber: 

a).- Cuando todav!a la autoridad a las autori-

dadea responsables no hayan rendido su informe con justifica-

cibn, y el mismo se hnya public.ndo 1 encontrándose, si es que 

el amparo es de término dentro del Que fije la ley pora su 

interposición. 

b).- Cuando rendido el informe con justifica-

ción de la autoridad o autoridades responsables, una v cz 

~!l ~~ 
ilBUOTECA 
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que se hayan publicado apareciere que los actos reclamados 

provienen de autoridades div~rsas de las señaladas originalmente 

como responsables o emanan de actos no impugnados en la demanda 

de garontlas, pero sj empre tendrá que ser antes de la celebrn­

ción de lo audiencia constitucional. 

Sólo en los dos supuestos que se indican en 

el párrafo que antecede, podrá dar lugar o le ampliación de 

la demanda de amparo, que en realidad 1 forma parte de la misma 

demandil, y en ningún otro caso y por ningún motivo se admitirá 

la ampliación de la demanda. 

8.- NOTIFICACION AL TERCERO PERJUDICADO. 

Como se ha apuntado anteriormente, en ocasiones 

existe en el juicio de amparo indirecto tercero pcrj udicado 

y en otras no aparece, pero en el caso, de que si exista, en 

el intering que hay entre la fecha de la admisión de la dcmondn 

y la de la celebraci6n de la audiencia constitucional, debe 

notificarse de la demanda y su admisión al tercero perjudicado, 

tal notificación por disposición expreso del articulo 30 de 

la Ley de Amparo dcber6 hacerse personalmente. 

En lo especie, la notificación de que se trato 

se hará en el domicilio o casa que hoyo señalado el quejoso, 

como de tercero perjudicado, siempre cuando se encuentre 

en el lugar de la residencia del juez que conozca del asunto, 
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por lo cual el notificador que corresponda buscará a la persona 

a quién deba hacerse, para que la diligencia se entienda direc­

tamente con ella¡ si no la encontrare le dejará citatorio para 

hora fija, dentro de las veinticuatro horas siguientes¡ y si 

no se espera, se hará la notificación por lista. 

Dicho citatorio se entregará a los parientes, 

empleados o domésticos del tercero perjudicado, o a cualquiera 

otra persona que viva en la caso, después de que· el notificador 

se haya cerciorado de que vive allí el tccero perjudicado que 

debe ser notific'odo; de todo lo cual asentará rozón en autos. 

Si la notificación debe hacerse en un despi;icho, el notificador 

entregará el cita torio a las personns que allí se encuentren, 

asentando lo rozón en el expedient.e. Tal citatorio contendrá 

una síntesis del auto que deba notificarse. 

En el caso de que el tcrc~ro perjudicado no 

resida en el lugar en el cual se trnmita el juiclo de amparo, 

deberá ordenarse se le notifique de dicho juic.lo, por medio 

de exhorto que se gire al juez de Distrito que ejerza jurisdic­

ción en el domicilio que se hoya indicado del t.erC<!l"O ¡rnrjudi­

cado y se requerirá o éste pAra que señale domicilio paro oír 

notificaciones en el lugar del juicio, apercibiéndolo ue en 

caso de no hacerlo, los subsecuentes, aún las de carácter 

personal, se le harán por medio de lista de u cuerdos. Cabe 

hacer mención, que lo notificación que se practique o dicho 
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tercero perjudicado, se hará en los mismos términos que se 

han indicado cuando reside en el lugar del juicio. 

En el supuesto de que el domicilio del tercero 

perjudicado, no sea el que se señaló en la demanda, el notifico­

dor asentará su razón en el expediente, dando cuenta al juez 

con la misma, quién tomará las medidas que estime convenientes 

para la investigación de dicho domicilio, tales como que c·l 

notificador rcnlicc esa investigación o que lo policia judicial 

sea lo que la efectúe y si no obstante el haber tomado esas 

medidas, no se localiza el domicilio del tercero perjudicado, 

ello dará lugar o que lo notificación se hago por edictos a 

costa del quejoso (artículo 30 fracción 11 de la Ley de A~paro). 

En el juicio de amparo indirecto, necesurinmcn­

te deberá hocérsele saber al tercero perjudicado de la demanda 

de garantías, en cualquiera de las formas que se han dejado 

anotadas, para que si as! lo estima conveniente se apersone 

nl juicio y alegue lo que a su interés convenga. Debiéndose 

hacerse notar que si no se hace le notificación aludido y se 

dicto sentencia, ello ameritará lo reposición del procedimiento 

desde el momento procesal en que se incurrió en lo violación 

de procedimiento. 

9.- RENDICION DE INFORMES CON JUSTIFICACION. 

La rendición del informe con just~ficaci6n. 
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por pnrtc de la autoridad o autoridades responsables, debe 

hacerse dentro del preciso término que se haya fijado para 

tal efecto en el auto admisorio de la demanda de amparo indirec-. 

to, mismo que se encontraré a partir del dio y la hora en que 

se haya entregado a dichas autoridades, la petición del informe 

de que se trata. 

En muchas ocasiones las autoridades respon­

sables, no rinden el informe dentro del térmirfo que se les 

otorgó para ello, pero, lo rinden antes de la celebración de 

la audiencia conStitucionol y se les toma como si lo hubieron 

rendido dentro del término. 

En los casos que se han mencionado, una vez 

que las autoridades responsables hayan rendido su informe con 

justificación, ~1 juez de Distrito tiene la obligación de 

publicarlo• para que las demás partes en el juicio se enteren 

de su contenido, especialmente el quejoso. 

Los informes con justificación, en principio 1 

deben contener la manifestación por parte de lns autoridades 

responsables, sobre si es cierto o no el acto que se les 

atribuye, pudiendo expresar en los mismos las razones y funda­

mentos legales que estimen pertinentes pera sostener la 

constitucionalidad del acto reclamado 1 o bien la improcedencia 

del juicio de amparo, pero no podrán variar en forma alguno 

el acto reclamado, ni expresar fundamentos legales que no lo 
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contengan para decir que el acto reclamado es constitucional, 

teniendo la obligación de acompañar, si se trata de autoridades 

responsables ordenadoras las constancias que estimen necesarias 

para apoyar su informe. 

10,- PRUEBAS. 

Las pruebas en materia de amparo indirecto. 

según su clase tienen una regulación diferente dentro de la 

ley de lo materia. 

El articulo 150 de el Código invocado, esta­

blece que en el juicio de amparo es admisible toda clase de 

pruebas, excepto_ la d~ posiciones y l~o Qut! fueren conlfu l~ 

moral o contra derecho. 

Sin embargo, y o pesar de lo dispuesto en' 

el numeral citado, sólo podrán ofrecerse en el juicio de amparo 

indirecto aquellas pruebas que se hayan rendido ante la autor!-

dad responsable, que siendo tercero extraño al juicio o 

procedimiento origen del amparo, no se hayan podido rendir 

ante dicho autoridad. 

Con la salvedad que menciona el articulo 150 

de la referida ley, pueden admitirse toda clase de pruebas 

en el amparo, de las que sei\ala el articulo 93 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletorio 

en términos del articulo 211 de la Ley de Amparo y que son, 
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excepto la de confesión¡ los documentos públicos, los documentos 

privados, los dictámenes periciales, la inspección judicial, 

los testigos, los fotografías, escritos y notas taquigráfica.a 

y, en general, todos aquellos elementos aportadas por el descu­

brimiento de la ciencia, y las presunciones. 

Ahora bien, todos los medios de prueba que 

se han mencionado en el ttárrafo precedente, con excepción de 

la testimonial, la pericial y lo inspección ·ocular; podrán 

ofrecerse en cuelquier momento procesal, es decir, desde la 

presentación miBma de la demanda de amparo hasta_ el momento 

de lo celebrac16n de la audiencia const..itucional. toda vez 

que la Ley de Amparo no señala un término probatorio, ni sujeta 

en cuanto a estas probanzas se refiere, a un lapso en el cual 

deben ofrecersi:, razón por la cual seri'i en cualquier tiempo, 

pera dentro de los limites que se han apuntado en lineas que 

anteceden. no obstante lo establecido en su articulo 151. 

Por lo que se refiere a las pruebas: testimo­

nial, pericinl y de inspección ocular, sl tienen en ln Ley 

invocada un término dentro del cual, si bien ea cierto la 

palabra correcta no es ofrecerse, también lo es que, el anuncio 

de que habla la Ley, en realidad equivale a un ofrecimiento. 

en un 5entido amplio. 

El articulo 151 del Código de Ampo.ro establece 

a ln letra: "Las pruebas deberán ofreCC'TRe y rendirse en la 
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la. audiencia del juicio, excepto la documental, que podrá 

preset\tarse con anterioridad, sin perjuicio de que el juez 

haga relación con elle en la audiencia y la tenga como recibida 

en ese acto, aunque no existe gestión expresa del interesado. 

testimonial 

Cuando les partes tengan que· rendir prueba 

pericial para acreditar algún hecho, deberán 

anunciarse cinco dios hábiles antes del señalado para la cele­

bración de la audiencia constitucional, sin contar el del 

ofrecimiento ni el señalado pare la propia audiencia, exhibiendo 

copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser 

examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos. 

El juez ordenará que se entregue una copia a cad une de las 

partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente 

repreguntas, el verificarse la audiencia. N'l se admitirán más 

de tres testigos por cada hecho. La prueba de inspección ocular 

deberá ofrecerse con igual oportunidad que la testimonial y 

la pericial. 

Al promoverse la· prueba pericial, el juez 

hará la designación de un perito, o de los que estime convenien­

tes para la práctica de la diligencia¡ sin perjuicio de que. 

cada parte pueda designar tambiefi. un perito para que se asocie 

al nombrado por el juez o .rinda dictamen por separado, 

Los peritos no son recusables, pero el nombrado 

por el juez deberá excusarse de conocer cuando en él concurra 
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alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 

de esta Ley. A. ese efecto, al aceptar su nombramiento manifes­

tará, bajo protesta de decir verdad que no tiene ninguno de 

los impedimentos legales. 

La prueba pericial será calificada por el 

juez segGn su prudente estimación~ 

Como se advierte de la redacción del numeral 

reproducido, parece contradecir lo que afirmamos ·con antelación 

en el sentido de que las pruebas que se indicaron con excepción 

de las que regula el artículo de que se trata, pueden ofrecerse 

en cualquier momento, empero, esto no es. as! en función de 

que, lo que sucede ea que la Ley de amparo en esta parte no 

emplea debidamente la terminologia, toda vez que, por un lodo, 

habla de anuncio y por otro, de ofrecimiento, de tal manera 

que en apariencia e1iste una confusión, que en realidad no 

es as!, porque los utiliza como sin6nimos, pues el Legislador 

quiso establecer tan claramente el momento en que se deberían 

ofrecer los pruebas en el juicio de amparo, que se confundió, 

razón por la cual .en cuanto al primer párrafo • ~ refiere, las 

pruebas que indicamos pueden ofrecerse en cunlquier momento. 

En relación con el segundo párrafo, cabe afir­

mar que, se fijo un término poro que se anuncien las pruebas 

testimonial, pericial y de inspección ocular, con la finalidad 

de que fJUedan prcparurse debidamente, lo que en lo práctica 
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en verdad, difícil dado que, es muy poco el tiempo para que 

puedan prepararse y rendirse en la audiencia del juicio, pero 
p 

que, de cualquier menera así está establecido, por lo que en 

este aspecto, tales pruebas deberán anunciarse con la oportuni-

dad que se señala en le Ley, y asimismo en lo forma que se 

indico para las pruebas testimonial y pericial. 

11.- AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. 

La audiencia constitucional en el juicio de 

amparo indirecto ha sido definida por el Dr. lsnacio Burgoa 

en lo siguiente forma: "Un acto procesal, un momento que tiene 

lugar dentro del procedimiento 1 en el cual se ofrecen se 

desahogan las pruebas aducidas por las partes (oralidad), se 

formulan por éstos los alegatos en apoyo de sus respectivos 

pretensiones, se dicta el fallo correspondiente por el órgano 

de control que resuelve el juicio de amparo en el fondo, que 

soluciona la cuestión constitucional suscitada o que decreta 

el sobreseimiento del mismo'1
,
32 

Resulta claro el concepto que vierte el citado 

jurista pues contiene todos los elementos que se dan en el 

acto de que se habla, motivo por el cual no amerito mayor 

comentario, pues se e1plice por si solo, 

El articulo 155 de la Ley de Amparo establece 

ln secuencia que debe seguirse para que tenga verificativo 

32,- IDEM.- Página 666. 
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la audiencia constitucional, el prevenir: "Abierta la audiencia 

se procederá n recibir, por su orden, las pruebas, los alegatos 

por c~crilo y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; 

acto cont i11ut• sr. dictará el fallo que corresponda ••• " 

Al disponer el numeral en cuestión que en 

su caso •;e recibirá el pedimento del Ministerio Público, sig­

nifica que no en todos los juicio de amparo, la Representación 

Social emite pedimento. 

En relación o que en lo misma audiencia se 

dictará el follo que corresponda, ha resultado en lo práctica 

contraproducente, dado que, la moyorie de los jueces de Distrito 

jamás dicto una sentencia en la audiencia constitucional, salvo 

que lo autoridad responsable hayo negado la existencia de los 

actos reclamados y el quejoso no haya aportado prueba alguna 

tendiente a desvirtuar dicha negativa, procede el sobreseimiento 

en el juicio y en consecuencia si se decreta en la audiencia, 

pero fuera de ese caso no vemos que se cumpla con lo que dispone 

el precepto legal en comento, que además encuentra su fundamento 

constitucional en el ert1C.ulo 107 fracción VII constitucional, 

que prevé en términos idénticos tal circunstancia. Atento a 

lo anterior, sugerimos que deberlo modificarse. tanto esto 

fracción como el artículo 155 de lo referida Ley, para adecuar­

los n la realidad y se le diera un término legal al juez de 

Distrito para dictar su sentencia, paro que se ajustaron es­

trictamente a ese r.érmino, pues la forma en que se encuentra 
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actualmente redactado, hace que los jueces de Distrito dicten 

sus fallos ''cuando lo permitan las labores del juzgado''. 

Es importante seii.alar que los requisitos que 

debe contener la audiencia constitucional son: 

a).- Lugar, día y hora en que se lleva a cabo. 

b).- Le denominación de la autoridad de amparo 

ante quien se está llevando a efecto y el nombre y apellidos 

de dicha autoridnd. 

e).- La declaración de que el juez de Distrito 

se encuentra asistido del secretorio, quien autoriza y dá fe. 

d).- La declaración consistente en que si 

tiene vcrificativo con asistencia de las partes o no. 

e),- La relación de autos que debe hacer la 

secretaria del juzgado, dando cuenta al juez con todos los 

documentos que obren en el expediente. 

f).- El acuerdo del juez sobre las constancias 

que le dió cuenta la secretaria, teniendo por rendidos los 

informes con justificación de las responsables; ordenando el 

desahogo de las probanzas ofrecidas por laa partes, 6tc. 

g). - Las firmas de los que en ella intervi­

nieron, siendo esencial las del juez y secretario. 
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12.- SENTENCIA. 

El tratadista Arellano García al hablar de 

la sentencia en el juicio de amparo en general asienta: 11 Ln · 

sentencia definitiva de amparo es el acto jurisdiccional del 

juez de Distrito, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

o de los Tribunales Colegiados de Circuito por el que, una 

terminada le tramitación de la controversia planteada sobre 

la violación de gerantlas individuales o sobn: la invasión 

competencia! entre Federación y Estados, se resuelve si se 

concede, niega o· sobresee el emparo solici todo por el quejoso 

contra el acto reclamado de la autoridad responsnble 11
•

33 

Tambi~n el jurisconsulto Octavio 11ern6ndcz, 

vierte su concepto sobre el mismo tema al decir que: ''La senten-

cia definitiva en el juicio de amparo es la decisión legitimo 

del órgano de control constitucional expresada en un documento 

especifico, por cuyo medio dicho 6rgano resuelve, con efectos 

relativos y, en su caso, conforme o estricto derecho, la cuca-

tión principal sometida a su consideroción, u ordena el juicio 

se sobresea", 34 

Como se puede observar los autores mencionados 

se pronuncian m6s o menos en los mismos términos al dar su 

concepto sobre lo que se entiende por sentencia de amparo, 

de ahi que podemos afirmar que la sentencia definitiva de amparo 

33.- ARELLANO GARCIA, Carlos.- Op. Cit.- P6gina 778. 
34.- HERNANDEZ, Octavio A.- Op. Clr.- Pfigino 296. 
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es la decisión legítima del órgano de control constitucional 

por la cUal una vez tramitada le controversia planteada sobre 

la violación de garantlas individuales en las hipótesis del 

articulo 103 constitucional 1 se resuelve si se concede, niega 

o sobresee el amparo solicitado contra el neto reclamado a 

la autoridad responsable. 

Los Dres, H6ctor Fix Zamudio y Alfonso Noriega 

Cnntú 35 dicen que las sentencias definitivas que se dlcten 

en materia de amparo, en cuanto a la forma de resolver la con-

trovcrsia, pueden ser estimatorias (cuando se concede la protec-

ción constitucional), desestimatorias (cuando niegue la 

protección constitucional) y de sobreseimiento. 

A la luz del articulo 77 de la Ley de Amparo 

las sentencias se clasifican en: 

a).- Las que sobreseen¡ 

b).- Las que conceden el amparo; 

c).- Las que niegan el amparo, 

La sentencio. de sobreseimiento tendrá por 

efecto poner fin al juicio, por una causa de las señaladas 

en el articulo 74 de la Ley de Amparo, que impide en cualquier 

momento del juicio su continuación o bien que se estudie la 

35,- FIX ZAMUDIO, H~ctor 
Páginas 400 y 688. 

NORIEGA, Alfonso.- Ops. Cits.-
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cuestión de fondo planteada 1 por tanto, no declarará si lo 

Justicia de la Unión ampara o no al quejoso, dejando las cosas 

en el estado que se encontraban antes de la interposición del 

juicio de garantías, motivo por el cual, el acto reclamo.do 

no será modificado, nulificado o revocado, de tal suerte que 

la autoridad responsable. podrá actuar conforme a sus atribu­

ciones. 

La sentencia que concede la ¡Srotección cons­

titucional determino le inconstitucionalidad de los actos 

reclamados o 18s autoridades responsables, en función de que 

tales actos son violatorios de las sn1antlas individuales 

consagradas en la Constitución Federal o favor del quejoso, 

por lo cual el objeto de la sentencia genéricamente es el de 

restituir al ,quejoso en el goce de la gorontia individual 

violada. 

El articulo 80 de la Ley de Amparo indico 

el obj cto general y especifico de la sentencia concesorio de 

amparo al preveer: 11 La sentencia que concede el amparo tendrá 

por objeto restituir al agraviado en el pleno SúCC de la garan­

tla in di vidual •iolada, restableciendo las cosas al estado 

que guardaban antes de lo violación, cuando el oct.o reclamado 

seo de cer6cter positivo¡ y cuando ~ea de carácter negativo, 

el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable 

a que obre en el sentido de respetar la garantla de que se 
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trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía 

exija". 

En la fracción II, párrafo primero del articulo 

107 de la Constitución General de la República y su reglamen­

tario el 76 de la Ley de Amparo contienen el principio jurídico 

fundamental denominado de le Relatividad de los Sentencias 

de Amparo, al señalar el alcance que la sentencia que concede 

el amparo tiene en relación e los individuos que son restituidos 

en sus garantías individuales violadas, al establecer: ''Lo 

sentencio será siempre tal 1 que sólo se ocupe de individuos 

particulares, limitándose ampararlos protegerlos en el 

coso especial sobre el que verse la queja, sin hacer uno 

declaración general respecto de la ley o acto que la motivare". 

Lo sentencia que niega el amparo es aquella 

que resuelve la cuestión principal sometido ente el órgano 

de control constitucional y que en virtud de no existir la 

violación a las garantlas individuales del quejoso, declaro 

la constitucionalidad de los actos reclamados, por lo cual 

deja a éstos intocados, tal y como se encontraban antes de 

la promoción del juicio constitucional dejan expedito lá 

jurisdicción de la autoridad responsable para actuar conforme 

a sus atribuciones. 

13.- CUMPLIMIENTO. 
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Como vimos en el apartado que antecede, cuando 

la sentencia de amparo niega o sobresee, los actos reclamados 

prevalecen en la misma forma y términos que como hayan aparecid.o 

antes de la interposición del juicio ·constitucional, de t.al 

manera que no der§n lugar a ningGn cumplimiento de la sentencio 

de amparo¡ pero en el caso de que ésta conceda la protección 

federal solicitada contra los actos reclamados atribuidos a 

los autoridades responsables, deberán éstos cumplir la ejecuto­

ria de amparo 1 derivado de lo establecido en el precepto 104 

de lo ley de la materia que a la letra dice: "En los casos 

a que serefiere el artículo 107, fracciónes VII, VIII IX 

de la Constitución Federal, luego que Cause ejecutoria la 

sentencia en que se haya concedido el amparo solicitado, 

que se recibo testimonio de la ejecutoria dictado en revisión, 

el juez, la ouioridod que hayo conocido del juicio o el Tribunal 

Colegiado de Circuito, si se interpuso violación contra ln 

resolución que haya pronunciado en materia de amparo directo, 

la comunicará por oficio y sin demoro alguno o los autoridades 

responsables para su cumplimiento y la harón saber o las demás 

partes. 

En casos urgentes de notorios perjuicios 

para el quejoso, podrá ordenarse por la via telegráfica el 

cumplimjent.o de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarlo 

intrgroITTcnte, conforme al párrafo anterior. 
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En el propio oficio en que se haga la notifica-

ción les autoridades responsables, se les prevendrá que 

se dé nl fallo de referencia", 

En esta hip6tesis encontramos que una vez 

que existo ejecutoria de amparo, tendrá la autoridad responsable 

la obligación ineludible de cumplimentar la sentencia de amparo, 

que regularmente deberá ser dentro del término de vcinticatro 

horas, debiendo informar a la autoridad federal (órgano de 

control constitucional), sobre dicho cumplimiento. 

Existe otra forma por virtud de la cual se 

tenga por cumplimentado la ejecutoria de amparo y que la señala 

el último pafrafo del articulo 105 de lo ley invocado al 

establecer: "El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida 

mediante el pago de los dniios y perjuicios que hayo sufrido. 

El juez de Distrito, oyendo incidentalmente n los partes intere­

sadas, resolverá lo conducente. En caso de que procedo, deter­

minar~ ln forma y cuent!a de le restituci6n 11
• 

En el ceso anterior, debe decirse, que única­

mente Se podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria. 

mediante el pago de daños y perjuicios que hayo sufrido el 

quejoso, cuando existo en el juicio de amparo tercer perjudi­

cado, pues de otra forma no podrá solicitarse. 

14.- EJECUCION. 
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La ejecución de las sentencias de amparo, 

en realidad equivale a su cumplimiento por parte de la autoridad 

responsable, como ya se dijo en el inciso anterior, que deber.á 

formularlo dentro del término de veinticuatro horas, que se 

le otorgará en el auto en que se le pida el informe sobre 

dicho cumplimiento. 

hecho 

Si a pesar del requerimiento que se le hayo 

la autoridad responsable, para que cumpla con la 

ejecutoria de emparo dentro del término de \'einticuatro horas 

no lo l1aga o no se encontrase en v!as de ejecución la sentencia 

concesoria de amparo, el juez de Distr~to, de oficio o a 

petición de parte, requerirá al superior inmediato de la 

autoridad responsable para que obligue o ésta a cumplir sin 

demora la sentencia, y si no tuviere superior 1 tal requerimiento 

se horú directamente a ella. Cuando el superior inmediato de 

lo responsable no atendiere el requerimiento tuviere o su 

vez superior jerárquico, se requerirá a éste último también. 

El término que se le otorga en los requerimientos a las autori­

dades citados es de veinticuatro horas. 

Cuando no se obedeciere la cj ccutoria de 

amparo, aún con todos los requerimientos que se mencionaron 

en el párrafo precedente, el juez de Distrito, remitirá el 

expediente original a lo Suprema Corte de Justicio de la Nación 

para el efecto de que se destituyo y se consigne a la autoridad 



responsable por incumplimiento 

debiendo dejar copie certificada 

naturaleza del acto lo permite, 
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la ejecutoria de amparo, 

de dicho expediente, si la 

para que por conducto del 

secretario o actuario adscrito a dicho juzgado y aún el oismo 

realice el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, utilizando 

las medidas que estime pertinentes para ese efecto. 

El Ministerio Público Federal adscrito tiene 

la obligación de verificar el que se cumpla la ejecutoria de 

amparo, antes de archivarse el expediente respectivo, obligación 

que se encuentra consignada en el articulo 113 de la Ley de 

Amparo. 



CAPITULO IV 

LA DEMANDA DE AMPARO POR VIA TELEGRAFICA 

1.- EL ARTICULO 118 DE LA LEY DE AMPARO, EN CUANTO 
A LOS CASOS QUE PROCEDE LA DEMANDA DE AMPARO 

POR VIA TELEGRAFICA. 

El articulo 118 de la Ley Reglamentaria de 

los articulas 103 107 constitucionales establece lo formo 

de la demanda de amparo por vía telegráfica, cuyo texto es 

del tenor literal siguiente: 

''Art. 118.- En los casos que no admitan demora, 

la petición de amparo y de la suspensión del acto pueden hacerse 

al juez de Distrito aun por telégrafo, s,iempre que el actor 

encuentre algún inconveniente en la justicia local. J.n demando 

cubrirá los requisitos que le corresponda, como si se entablare 

por escrito, y. el· peticionario deberá ratificarlo también por 

escrito, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que 

se hizo la petici6n por tcl5grnfo". 

De la transcripción anterior, puede eotablecer-

se en que casos procede la interposición de lo demanda de amparo 

por telégrafo, a saber: 

a).- Que sean casos que no admitan demoro,-

En este supuesto encontremos que resulta muy difícil determinar 

cuales son los casos que no admiten demora, dado que 1 esta 

cuestión se deja un tanto al arbitrio del promovente del amparo, 

quien por ejemplo, puede considerar que un lanzamiento es un 
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acto que no admite demora, o una orden de clausura, de lo que 

se infiere que seré. el criterio objetivo ·del juez de Distrito 

el que determine que casos admiten demora y cuales no, pues 

a nuestro juicio los casos que hemos mencionado, pueden catalo­

garse dentro de la categoria de que se habla, y que, por la 

redacción imprecisa y obscura e irregular del numeral que se 

analiza, no se sabe con exactitud cuales son esos casos, no 

obstante en la propia Ley de Amparo aparece en el articulo 

23 párrafo segundo, complementado con el tercero, cuales pueden 

ser los casos a que se refiere el citado articulo 118, por 

tanto, a continuación transcribiremos textualmente lo dispuesto 

en teles párrafos. 

11 Art. 23.- ••• 

Puede promoverse en cualquier día y a cualquier 

hora del día o de lo noche, si se trata de actos que importen 

peligro de privación de la vida, ataques e la libertad personal, 

deportación, destierro alguno de los prohibidos por el 

artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorpora­

ción forzosa al ejército o armada nacionales, cualquiera 

hora del die o de la noche será hábil pera tramitar el incidcntC 

de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que 

se cumpla la resolución en que se haya concedido. 

Para los efectos de esta disposición, los 

jefes Y encargados de las oficinas de correos y telégrafos 
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estarán obligados a recibir transmitir, sin costo alguno 

para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que 

se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como 

los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan 

de la suspensión, aun fuera de las horas de despacho Y aun 

cuando. existan disposiciones en contrario de les autoridades 

administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo 

se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en 

materia federal señala para el delito de resistencia de par­

ticulares y desobediencia ••• " 

En las relatadas contlici.oncs se infiere que 

en los casos que establece el segundo párrafo del articulo 

citado, es cuando procede la demanda de amparo por vía telégra­

fica, pero también del artículo 119 de lo misma ley que en 

este mismo apartado estudiaremos, se desprende que no solamente 

son ese tipo de casos cuando procede la demanda de que se trato, 

por lo cual al no señalarse en forma debida que casos son los 

que no admiten demora, y dejando tal circunstancia al arbitrio 

del promoventc del amparo, entonces podrl~i ,,...,nsiderarse que 

es en todos los cosos, pues si se promueve amparo es prvcisa­

mente por la urgencia de la situación, por lo cual consideramos 

irrelevante intrascendente, la parte que se analizo del 

articulo 118 en comento. 

b),- Que el actor encuentre algún inconveniente 
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en la justicia local.- A este respecto, el numeral en estudio, 

indebidamente habla de actor, cuando lo correcto era decir 

quejoso o agraviado, pues esta denominación es le que se utiliza 

en el desarrollo de los títulos de la Ley de Amparo, pues no 

es posible que en un momento dado al quejoso o agraviado se 

le de la categoría de actor dentro de un cuerpo legal que en 

ningún otro precepto Utiliza tal denominación, aunque debemos 

reconocer que la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los 

tratadistas han aseverado que el quejoso, juega el papel de 

actor en el juicio de amparo, n quien corresponde probar los 

l1cchos afirmados en su demanda, aun cuando que aquello 

reconoce que no existe una perfecta analogía entre un juicio 

común y el de amparo. 

Por otro lado, existe obscuridad en el precepto 

le gol indicado, toda vez que, no se esta blecc con precisión 

cuiil es ese inconveniente que pueda encontrar el quejoso en 

la justicia lccal, de ahi que como en el caso comentado en 

el inciso que antecede, se deje al criterio subjetivo del 

quejoso, el determinar cuál será el inconveniente de que se 

habla. 

En conclusión, es difícil determinar los casos 

especificas en los cuales procede la demande de amparo indirec­

to por via telegráfico. al e1istir obscuridad e irregularidad 

en el articulo 118 de la Ley de Amparo, en cuanto a loe casos 
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en que procede la demanda de mérito. 

2.- REQUISITOS. 

Los requisitos que deberé contener la demanda 

de amparo por vio telegráfica, serón los que señala el articulo 

116 de la Ley de Amparo, es decir 1 los mismos que se requieren 

para la demanda escrita, analizados en el capitulo que antecede. 

3.- RATIFICACION. 

Además de los requisitos que debe contener 

lo demanda de emparo por vía telegráfica, existe otro requisito 

más para que proceda su admisión y es l~ que se ha dado en 

llamar la ratificación de la demanda, consistente en lo obliga­

ci6n que tiene el promovente del amparo de ratificar por escrito 

su dcmnnda t.ciegráíica, ante el juzgado que le corresponda 

conocer de la misma, dentro del término de tres días siguientes 

o lo fecha de la petición por telégrafo, 

Resulta lógico que se exija en la ley lo 

ratificación de la demande de amparo por víu tr-lcgráficn, pues 

como sobemos los telegramas no se encuentran firmados por lo 

persono que los suscribe, sino que s6lo aparece su nombre, 

por lo cual si nosotros ol hablar de lo demanda de amparo 

escrita, señalamos el deber que tiene el promovente del amparo 

de firmar su demando respectivo, pues es responsable de ello, 

dado que si no se hace asl nadie es responsable de la demanda 
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interpuesta, por lo cual es evidente que no existe quejoso 

al no estar firmada la demanda, es indispensable la firma del 

promovente, y como consecuencia en el caso concreto, indudable­

mente la ley está en lo correcto al exigir la ratificación 

en cuestión. 

4.- EL ARTICULO 119 DE LA LEY DE AHPARO. 

El numeral motivo de análisis en este apartado, 

a la letra dice: 

"Art. 119.- Transcurrido dicho t~rmino sin 

que se haya presentado la ratificación expresada, se tendrá 

por no interpuesta la demanda~ quedarán sin efecto las pro­

videncias decretadas y se impondrá una multa de tres a treinta 

días de salario al interesado 1 a su abogado o representante, 

o a ambos, con excepción de los casos previstos en el articulo 

17 de esta ley, en los cuales se procederá conforme lo esta­

blece el artículo 18 de la misma". 

Dicho articulo es complementario del que le 

antecede, pues previene las consecuencias que acarrea la falta 

de ratificación de la demanda de amparo por via teles;ráfice, 

que so:i el tener por n•l interpuesta d lch1 d·3~·1;11i 1 y la imposi -

ción de las sultas a que el mismo se refiere. 

Como anteriormente se habla expresado en este 

precepto se infiere que no sólo en los casos del articulo 17 
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de le ley en cita procede la demanda por vía telegráfica, slno 

en todos los casos que a juicio del quejoso no admitan demora. 

5.- SU INAPLICABILIDAD PRACTICA. 

En el apartado uno de este capitulo, se habló 

de la obscuridad del articulo 118 de la Ley de Amparo en los 

casos en los cueles procede lo demanda de amparo por vía tele-

gráfica, haciéndose notar su incongruencia en virtud de que 

se deja en apariencia al arbitrio del quejoso, el determinar 

cueles son los ~esos que no admiten demoro y cuál es el incon­

veniente que puede encontrar en la justicia local para la 

interposición de su demanda por escrito. As'i las cosas, podrla-

mas suponer que º?ª peI"sono promueve un juicio de amparo por 

vía telegráfica considerando que se reunen los supuestos de 

dicho numeral,. pero cuando tal demanda la tiene a la visto 

el juez de Distrito, mediante un criterio objetivo determina 

que no es procedente porque a su juicio no reune los supuestos 

de dicho articulo y entonces podrá desechar la demanda. A lo 

que cabria preguntarse lcómo se puede establecer los casos 

que no admiten demora y cuáles son los incoi. ..!Oientcs en la 

justicia local que encontrare el promovente?; la respuesta 

es que de ninguna manera puede determinarse, pues la Ley de 

Amparo en el dispositivo señalado no hace aclaración alguna, 

de tal suerte que deja prácticamc!'\tc sin defensa a aquél que 

pretenda formular una demanda de este tipo. Además que si tiene 
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que reunir los mismos requisitos de la demanda por escrito 

y aún más su ratificación, entonces surge una interrogante 

lpara qué sirve la demanda de amparo por vía telegréficn7 ¡ 

le respuesta salta a la vista es totalmente intrascendente 

e irrelevante. 

No pasa inadvertido el hecho de que en le 

actualidad, ha caldo en desuso porque prácticamente nadie la 

utilizo, ello en virtud de que se puede presentar una demanda 

por escrito en los términos de los articulas 114, 37, 38 y 

40, todos de la Ley de Amparo que entrañan menos dificultad 

para la promoción del juicio, pues como hemos visto, en lo 

práctica resulta muy dificil lo interposición de una demanda 

por vía telegráfica, por todos los inconvenientes que hemos 

señalado, 

6,- CONSECUENCIAS DE SU INAPLICABILIDAD PRACTICA. 

Si en ln especie se ha determinado la inaplica­

bilidad práctica de la demando de amparo por via telegráfico, 

inmediatamente aparece un cuestionamiento lun precepto legal 

que no es aplicable n la realidad social, qué caso tiene que. 

siga vigente?¡ entonces se respondería debe derogarse precisa­

mente por esa falto de aplicabilidad. 

Por consiguiente, si la demando de amparo 

por via telegráfica no surte efectos en la realidad, ello dá 
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como consecuencia que el precepto legal que lo regula sea 

ineficaz, por lo cual consideramos que debe derogarse el 

articulo 118 de la Ley de Amparo y por ende el 119 de la misma 

ley que complementa a aquél. 



CONCLUSIONES 

PRIMERA.- El significado del control de constitucionalidad 

aparece en el juicio de empero como un medio de defensa del 

individuo frente a las leyes o actos emanados de la autoridad 

del Estado que puedan resultar inconstitucionales, con violación 

directa a la Constitución. 

SEGUNDA.- Existen actos de las autoridades del Estado que 

violen en forma directa e inmediata las garantías individuales 

contenidas en la Constitución Federal a favor de los individuos, 

es decir, infringen flagrantemente esos derechos. razón por 

la cual los Tribunales de la Federación han sido creados para 

ejercer el control de constitucionalidad al través del juicio 

de amparo, protegiendo al individuo en forma directa contra 

un acto y autoridad que se traduzca en une infracción directo 

a la Constitución General de lo República. 

TERCERA.- La Ley de Amparo en sus artículos 114, fracciones 

II y III y 158, contienen el control de legalidad, pues protege 

al gobernado en contra de las violaciones que se cometan en 

su perjuicio dentro de un juicio o en un procedimiento, al. 

no acatarse las formalidades esenciales del mismo o bien las 

de fondo, que se encuentran inmersas en las leyes adjetivas 

que lo regulen. 

CUARTA.- La competencia auxiliar es muy limitada, en función 

de que la autoridad ante quien se presenta la demanda de amparo, 
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únicamente está facult.ade para recibirle suspender, cunndo 

proceda, la ejecución del acto reclamado, lo que en realidad, 

en sentido estrico no resulta una verdadera competencia, sino 

un órgano auxiliar del Poder Judicial Federal. 

QUINTA.- Resulta inoperante el otorgamiento de la protesta 

de decir verdad en la demande de amparo indirecto, pues cuando 

el juzgador de amparo en la sentencia que dicte en el juicio 

respectivo advierte que el quejoso se condujo· con falsedad, 

solamente le impone la multa que señala el artículo 81 de la 

Ley de Amparo, pero en ninguna forme dá la intervención al 

Ministerio Público Federal denunciando ta~es hechos il1citos 

para el efecto de que ejercite, si así lo estima pertinente, 

le acción penal que correspondo, 

SEXTA.- Aun y ºcuando el articulo 116 de lo Ley de Amparo no 

establece como requisito de la demanda de goruntlos, lo firmo 

de quien la suscribo, resulta indispensable la mismo, pues 

sólo a.si puede establecerse lo existencia real del agraviado, 

por lo cual es requisito de lo demando de amparo la firma del 

quejoso. 

SEPTIMA.- Al tener a la visto una demanda de amparo, el juez 

de Distrito deberá examinar en su orden: a).- Si es competente¡ 

b) ,- Si no tiene impedimento legal paro conocer de lo mismo: 

c).- Si no existe alguna causo de improcedencia legal o cons­

titucional. 
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OCTAVA.- En el juicio de emparo indirecto, necesariamente deberá 

hacérsele saber el tercero perjudicado (si lo hubiere) de la 

demanda de garantias 1 en cualquiera de los formas que establece 

el articulo 30 de la Ley de Amparo, para que si asi lo estimo 

conveniente se apersone al juicio y alegue lo que a su interés 

convenga, ya que si no se hace as1 y se dicta sentencia en 

dicho juicio, ello ameritará le reposición del procedimiento. 

NOVENA.- El articulo 155 de la Ley de Amparo, debe ser reformado 

paro ajustarlo a la realidad, en lo relativo al momento en 

que debe dictar sentencia el juez de Distrito, para otorgarle 

un término dentro del cual deberá realizar tal función, 

DECIMA.- En lo práctica, lo demanda de amparo por vta telegrá­

fica, resulta difícil dcterm:'..nor en que casos procede, porque 

el artículo 118 de la Ley de Ampnro 1 es obscuro en ese aspecto. 

DECHIA PRIMERA.- Interpretando el nrt!.culo 118 de la Ley de 

Amparo tenemos que ln demanda de amparo por vio telegráfica 

procede en cualquier caso, nl dejar, en principio 1 al promovente 

del amparo la consideración de cuáles son los cosos que no 

admiten demora, y posteriormente a criterio del juez de Distrito 

ante quien se interpone la demanda, 

DECIHA SEGUNDA.- El nrt!.ctrlo 118 de la Ley de Amparo indebida­

mente habla de actor 1 cuando lo correcto es decir quejoso o 

agraviado, 
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DECIMA TERCERA.- Existe obscuridad en el articulo 118 de la 

Ley de Amparo, toda vez que, no se establece con precisión 

cuál es ese inconveniente que puede encontrar el actor (quejoso) 

en la justicia local, dejando en principio, al promovente del 

amparo tal consideración y posteriormente o criterio del juez 

de Distrito. 

DECIHA CUARTA.- Un requisito, aparte de los que señala el 

articulo 116 de la Ley de Amparo, que debe contener la demanda 

de amparo por via telegráfica, es la ratificación por escrito 

por parte del promovente del amparo de dicha demanda, 

DECIMA QUINTA.- El artículo 119 de la Ley· de Amparo es comple-

mentarlo del que le antecede, ye que previene las consecuencias 

que acarrea la falto de ratificación de la demanda de amparo 

por vía telcgr¡fica, 

DECIHA SEXTA.- La demanda de amparo por via telegráfica ha 

caído en desuso porque nadie, al entrañar muchas dificultades 

para la promoción del juicio constitucional. 

DECIHA SEPTIMA.- En virtud de la inaplicctbil-1.dad práctica de 

la demanda de amparo por vía telegráfica, deben derogarse los 

artlculos 118 y 119 de la Ley de Amparo. 
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